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SEÑOR PRESIDENTE (Borsari Brenna).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración tiene el gusto de recibir al 
señor Ministro del Interior, señor Eduardo Bonomi; al señor Director General de Secretaría, doctor Charles 
Carrera; al señor Director de la Policía Nacional, Inspector Principal (R) Julio Guarteche, y a los asesores, 
psicóloga Gabriela Fulco, doctora Silvia Izquierdo, señor Claro Tarocco, Inspector Mayor Rivera Arias e 
Inspector Mayor Julio del Río. 


Esta reunión obedece a una convocatoria realizada en su momento por los señores Diputados Germán 
Cardoso y Cantero Piali, a la que se le han agregado otros asuntos, uno presentado por el señor Diputado 
Iturralde Viñas, otro por el señor Diputado Javier García y algunos por la Comisión entera, a efectos de 
consultar al señor Ministro sobre asuntos legislativos concretos. Por ese motivo, se ha elaborado un orden del 
día bastante amplio, con la consideración de los siguientes asuntos: "Cárceles, servicio 911, recusación de un 
Magistrado y una Fiscal, manejo datos estadísticos por parte de esa Secretaría de Estado y recabar opinión 


m 


sobre el proyecto de ley caratulado 'Penas y medidas alternativas a la reclusión". 


SEÑOR CANTERO PIALLI.- Me sumo a la bienvenida que brindó el señor Presidente al señor Ministro 
del Interior y a los asesores que lo acompañan. 


Como bien decía el señor Presidente, en el mes de agosto si no recuerdo mal, envié una nota a la Comisión 
solicitando la presencia del señor Ministro del Interior para analizar exclusivamente el tema de las cárceles y 
para que diera información sobre un proyecto que se estaba manejando a nivel de la prensa, relativo a la 
liberación de reclusos. En ese momento, el Presidente de la Comisión, señor Diputado Orrico, solicitó que se 
diera tiempo para conversar con su bancada política porque, según expresó, su bancada tampoco había 
tomado contacto con esa propuesta. Por supuesto, accedimos a que se tomara tiempo para hacer las consultas 
del caso. 


Tal como expresó el señor Presidente, se han ido agregando otros temas, y llegamos a esta instancia del 24 de 
noviembre, con un amplio orden del día. 


Entiendo que el señor Ministro del Interior contó con el orden del día desde hace algunas semanas. En ese 
caso, creo que sería importante que el señor Ministro realizara un informe sobre esos puntos, dando su 
opinión sobre el orden del día y, luego, en nuestro caso, empezaríamos con algunas consultas puntuales sobre 
cada uno de los puntos, si la Comisión así lo entiende. 


Agradezco que se me haya permitido hacer esta introducción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como metodología de trabajo, creo que lo más adecuado es que analicemos 
punto por punto, porque son temas diferentes; de lo contrario, la exposición del señor Ministro del 
Interior será muy larga. 


SEÑOR BAYARDI.- No tengo ningún problema en que el señor Ministro haga alguna consideración 
sobre un tema que revierta un carácter general; ahora, si el señor Ministro va a hacer intervenciones 
generales sobre la agenda del orden día, tendremos un rato largo. 


El orden del día de esta sesión está compuesto de la siguiente manera supongo que seguiremos su orden: 
cárceles, servicio 911 es una agenda demasiado abierta, recusación de un Magistrado y una Fiscal, y sigue. 
Diría que hay asuntos en los que el señor Ministro puede hacer una intervención general, pero hay otros en 
los que los Diputados deberán preguntar puntualmente cuál es la inquietud que se tiene con relación a ese 
punto. Con respecto a la consulta legislativa con relación al proyecto de penas y medidas alternativas, 
tenemos más sistematizadas las preguntas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En virtud de lo expresado, se pasa a considerar el asunto relativo a cárceles. 


Si no se realizan preguntas por parte de los señores Diputados convocantes, solicitamos al señor Ministro del 
Interior que dé una idea general sobre este asunto. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Quisiera saber a qué se refieren cuando hablan de cárceles; si 
la intención es que hablemos en general o que nos focalicemos en algún punto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que deberían establecerse algunos puntos en particular. El señor 
Diputado Cantero Piali, así como algún otro legislador, me señaló que quería hacer algún 
planteamiento particular sobre cárceles, por tanto, procederíamos a ello. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- La nota del 9 de agosto, que dio origen a la convocatoria presumo que el 
señor Ministro la conoce expresa claramente un proyecto que el Gobierno estaría elaborando sobre la 
liberación anticipada de reclusos; el otro punto refiere al avance del proyecto de construcción de 
establecimientos carcelarios regionales. Esos serían dos puntos claros y medulares respecto a lo que es 
la política carcelaria, sin perjuicio de lo que el Ministro pueda abundar y que los señores legisladores 
puedan preguntar. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Puntualmente quiero saber en qué situación está el proyecto de la cárcel en 
Juan Soler vinculado con el préstamo no reintegrable de la comunidad europea, que dio lugar a la 
renuncia del patronato de San José. El señor Ministro lo había confirmado y destacó ese proyecto como 
viable. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Me sumo a la bienvenida de las autoridades. 


Hace un tiempo realicé una solicitud de información ya no a través de un pedido de informes sino a través de 
la Ley N* 18.381 de acceso a la información pública; el propio Ministerio me pidió una prórroga por veinte 
días más y luego, vencida la misma y pasado un mes, tuve que recurrir a una instancia judicial para que el 
Ministerio del Interior me contestara si todas las cárceles del Uruguay contaban con la habilitación de 
Bomberos. En forma sucinta y resumida se me contestó que ninguna cárcel del Uruguay tiene habilitación de 
Bomberos. Esto me preocupa teniendo en cuenta las dos masacres que tuvimos en setiembre de 2009 y en 
julio de 2010 en Rocha, donde se cobraron diecisiete vidas. Sería bueno contar con los implementos 
necesarios para prevenir nuevos incidentes que se cobran más vidas, teniendo en cuenta que la población 
carcelaria está compuesta por reclusos y reclusas con hijos. Por este motivo quisiéramos conocer de qué 
forma el Ministerio está tratando de paliar esta situación y qué trámites se están haciendo a modo de 
conseguir la correspondiente habilitación de Bomberos que corresponde por ley. 


Se nos dijo también que el Centro de Rehabilitación Penitenciario de Punta de Rieles y el Complejo 
Carcelario de Rivera tienen en trámite la habilitación de Bomberos, y me gustaría que se aclarara la situación 
de estos dos centros carcelarios. 


Se me adjuntó un plan de contingencia que evidentemente fracasó, así como un esquema de algunos centros 
carcelarios donde se detallan carencias materiales notorias, por ejemplo en cuanto a la habilitación de 
Bomberos y a carencias de insumos que corresponderían por ley. El establecimiento de La Tablada, a modo 
de ejemplo, cuenta con una manguera de veinticinco metros totalmente ineficaz, no tienen, extintores, 
etcétera. En general adolecen de una serie de carencias materiales que hacen que ningún centro carcelario del 
Uruguay cuente con la habilitación de Bomberos. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Los temas planteados aquí están enmarcados en una política 
general que da respuesta a ello. 


Nosotros hemos enunciado varias veces aquí cuál es la política general; también lo hicimos en la Comisión 
de Constitución, Códigos Legislación General y Administración, en interpelación en Sala y en la Comisión 
Bicameral de Seguimiento de Cárceles. 


Nosotros definimos claramente que teníamos una situación de cárceles caracterizada por las plazas que tienen 
las cárceles en Uruguay. Aproximadamente, hoy contamos con 6.800 plazas, pero esto no es lo mismo que 
cuando asumimos tenemos 8.763 personas privadas de libertad, con casi dos mil personas en situación de 
hacinamiento. Esto imposibilita llevar adelante una política de clasificación y luego de rehabilitación por las 
dificultades que conlleva trabajar con gente que está en el mismo lugar pero con situaciones muy diversas. 
De todos modos, cabe aclarar que esta cifra es engañosa porque si esto fuera distribuido adecuadamente en 


todo el país, la situación cambiaría. Digo esto porque hay cárceles con menos hacinamiento; esto significa 
que hay cárceles con mucho más hacinamiento del que surge en las cifras. 


Nuestra política, antes que nada, es descongestionar las cárceles; para ello, hay que construir nuevos 
establecimientos y aplicar una política distinta en las chacras policiales. Hay que aumentar la capacidad y 
tratar de trasladar las cárceles situadas en el centro de la ciudad hacia las chacras. En el período anterior ya se 
previó la construcción de nuevas cárceles y para este período tenemos pensado realizar algunas ampliaciones 
y construcciones. En poco tiempo, vamos a contar con 2.000 plazas. En Punta de Rieles ya nos entregaron 
una parte para trescientas treinta y ocho personas privadas de libertad; eso implica dos etapas de 
construcción. También habrá una tercera etapa prevista en el proyecto iniciado durante el Gobierno anterior y 
una última instancia que financiamos nosotros para aumentar la capacidad a cerca de novecientas personas 
privadas de libertad. Incluye tres talleres para trabajos, una cancha de fútbol, una de vóleibol y otra de 
básquetbol. Cabe aclarar que estas dos últimas etapas aún no han sido entregadas. El problema que tenemos 
ahora porque no se pudo contar con la cárcel de Punta de Rieles refiere a las habitaciones de la guardia 
perimetral, pero eso ya está casi solucionado. 


El establecimiento de Rivera ya está casi terminado inclusive con lo relativo a la guardia perimetral, pero 
falta el saneamiento; eso requiere una obra adicional porque hay que instalar un caño de 800 metros que 
atraviesa cuatro predios; uno de ellos es municipal allí su trazado se puede solucionar rápidamente, pero los 
otros tres pueden tener algún problema más. De todos modos, la cárcel está prácticamente terminada y la 
habilitación de bomberos está muy cerca. 


En el marco de este proceso de terminar con el hacinamiento, de clasificar presos y de instrumentar políticas 
de rehabilitación incluyendo las chacras, pensamos que debería contarse con un proyecto que agilite 
determinadas liberaciones. Al respecto, conversamos con la Suprema Corte de Justicia y se nos planteó 
establecer una Comisión entre el Ministerio del Interior y el organismo para estudiar una iniciativa que, 
inicialmente, tendría tres aspectos. Uno refiere a considerar las liberaciones no como una amnistía a cargo del 
Ministerio del Interior sino como algo que fuera resuelto por los Jueces, de acuerdo con los casos planteados. 


En segundo lugar, se busca establecer una política de cupos carcelarios, algo que está muy lejos de lo que 
dijo la prensa en su momento en el sentido de que si no había cupos no se procesaba. El planteo era 
establecer los cupos; la Suprema Corte manejaba 80 plazas y nosotros propusimos un colchón de alrededor 
de 200 plazas. En la medida en que se llegara a las 75 o 100 plazas ocupadas de ese plus de 200, podrían 
estudiarse las posibles liberaciones. Por ejemplo, si Punta de Rieles se sigue demorando, las personas 
clasificadas no irían a ese establecimiento porque saldrían antes en libertad. Digo esto porque hay gente que 
va a salir en noviembre o en diciembre de este año y una cantidad importante si no la mayoría que saldría el 
próximo año. Entonces, habría que saber si, dentro de los que les toca salir en noviembre, se puede adelantar 
la liberación 20 o 30 días para que no se cubran los cupos. De todas maneras, eso sería de acuerdo al criterio 
de los Jueces y no por una imposición. 


También se habló de un plazo razonable para un pronunciamiento fiscal. La Corte Interamericana de Justicia 
planteó la libertad de los Peirano porque luego de un plazo razonable no hubo pronunciamiento fiscal. 
Obviamente, la Corte se pronunció en un caso como el de los Peirano, pero no hace lo mismo con los miles 
de presos que cumplieron dos tercios de la pena y no hubo un pronunciamiento fiscal. Inclusive, en la 
conversación con la Suprema Corte de Justicia dijimos que con la diferencia que hay en Uruguay, para un 
mismo delito, entre la pena mínima y la pena máxima, dos tercios de la mínima no parecía adecuado. Por 
ejemplo, una rapiña tiene tres o cuatro años de pena mínima, pero un homicidio quizás tenga mucho menos, y 
hay una distancia muy grande con la pena máxima. Entonces, según el carácter del homicidio del que 
estemos hablando, si tenemos en cuenta dos tercios de la pena mínima, la prisión preventiva podría ser 
absolutamente insignificante. Por eso establecimos otros parámetros que no corresponden a dos tercios de la 
mínima y la posibilidad de analizar previamente los delitos. La Suprema Corte no acompañó la idea del plazo 
razonable, pero se llegó a un acuerdo en cuanto a los cupos y a la libertad anticipada determinada por los 
Jueces. Luego, me gustaría que hicieran uso de la palabra quienes estuvieron trabajando en estos temas, más 
precisamente, la doctora Izquierdo y la psicóloga Fulco. 


En cuanto a las construcciones, no podemos agregar mucho. Están muy avanzadas la de Punta de Rieles, la 
de Rivera, la de Las Rosas, un módulo nuevo en Libertad y otro en COMPEN. Con lo que surgió de la 
emergencia carcelaria, nos estamos planteando la posibilidad de traslado de presas de Canelones que están 


muy mal a algún lugar del CNR. Tenemos dos proyectos: por un lado la construcción de un perímetro en las 
casas que se utilizaron para la construcción de Botnia y, por otro, la habilitación del tercer piso. 


En el correr de los próximos meses tendremos aproximadamente dos mil plazas más, lo cual, con el 
panorama que di, equilibra bastante cantidad de presos con cantidad de plazas. 


Lo más novedoso lo he dicho varias veces son las chacras. En el cronograma de traslado de cárceles de la 
plaza a la chacra, primero está Lavalleja, segundo Rocha y tercero Soriano. En Lavalleja hay 48 personas 
privadas de libertad que, trabajando en la construcción de un nuevo celdario, están prácticamente sin 
perímetro, en condiciones de vida completamente distintas de las que se dan en las cárceles y sin ofrecer 
ningún tipo de problemas. En Rocha hay 14 personas trabajando en chacras sin perímetro y hay 20 personas 
clasificadas para trasladar y de esa manera ampliar la cantidad de gente en las chacras, que trabaja en la 
construcción de celdarios. Esto va a aumentar mucho la capacidad de plazas. 


Ahora me voy a referir a la situación en la que está Juan Soler. Hay un proyecto de la Unión Europea que se 
financiaba a través de la Cooperativa de Productores Lecheros, que era la que recibía el dinero, pero esta 
renunció a seguir haciéndolo porque la cantidad de dinero a recibir había crecido. Fue así que el proyecto se 
trancó. Entonces, ¿quién asume esa recepción? Se planteó que lo haría el Patronato Nacional y no el de San 
José por lo cual este renunció; no era un problema fácilmente solucionable. Entonces, el Patronato Nacional 
asumió el proyecto y hoy está a la espera de la autorización para abrir una cuenta por parte de la Contaduría 
General de la Nación para el traspaso de fondos. El que tiene la titularidad del proyecto del Patronato designó 
a dos profesionales que se ocupen del tema. 


En cuanto a la habilitación de la Dirección Nacional de Bomberos, en oportunidad del llamado a Comisión 
General ya dijimos que, en general, no existía. También dijimos cuál era la salida que habíamos encontrado 
con relación a ese tema: realizar un estudio de la situación de las cárceles por parte de la Dirección Nacional 
de Bomberos para luego, con fondos previstos por la Ley de Emergencia Carcelaria, cambiar toda la 
instalación eléctrica. Así cambiamos las de las dos cárceles más comprometidas, que son la de Rocha y la de 
Salto, y después, como ya no podíamos seguir avanzando por contratación directa, hicimos un pedido de 
precios para cambiar todo el sistema eléctrico de las cárceles. 


Tal como se hizo en Rocha, la idea es que la instalación eléctrica vaya por fuera y que su control se realice 
desde afuera; no como sucede hoy, que está por dentro y que los presos la pueden controlar. Este tema ya 
quedó solucionado en Rocha y en Salto; el resto de las cárceles apunta a contar con ese sistema. 


Si bien hay que tener en cuenta la recomendación de la Dirección Nacional de Bomberos en cuanto a los 
extinguidores y al sistema para apagar fuegos, la habilitación de ese organismo va mucho más allá de esas 
dos cosas. Se debe hacer un estudio mucho más profundo; a pesar de que hoy no está finalizado, creemos que 
se ha avanzado muchísimo. La falta de habilitación de la Dirección Nacional de Bomberos no es de ahora 
sino de hace más de veinte años. El problema viene de largo y no se soluciona de un día para el otro. 


Para que explique mejor el proyecto que hemos acordado con la Suprema Corte de Justicia a pesar de que 
aún no lo hemos enviado, voy a ceder el uso de la palabra a la doctora Izquierdo. 


SEÑORA IZQUIERDO.- Como señaló el señor Ministro, nuestra Cartera se reunió con la Suprema 
Corte de Justicia y se constituyó una Comisión integrada por los doctores Halles y Gómez Tedeschi, 
por la Suprema Corte de Justicia, y por la psicóloga Fulco y quien habla, por el Ministerio del Interior. 


La base del proyecto es la existencia de normas transitorias destinadas a reducir el hacinamiento carcelario y 
también, como señaló el señor Ministro, de algunas normas permanentes de largo aliento que, además, son 
aspiraciones muy caras del movimiento de derechos humanos de este país, por ejemplo, el establecimiento de 
cupos carcelarios y el plazo razonable. En materia penal, insólitamente fue el Poder Ejecutivo el que planteó 
la limitación en el uso de la prisión cautelar como anticipo de pena; la negoció con la Suprema Corte de 
Justicia pero luego esta no la aceptó. 


El eje del proyecto de liberaciones es tener en cuenta a los procesados que tienen dos años de preventiva 
cumplida, que no son reincidentes ni habituales y que no hayan cometido determinados delitos. En el primer 
artículo hay una lista de los delitos excluidos de la aplicación de una eventual liberación, a juicio del Juez, o 


de aplicación de medidas sustitutivas a la prisión. Por ejemplo, los procesados con dos años de preventiva 
cumplida, que hayan cometido homicidio calificado, pero que sean reincidentes, no saldrán sino que lo harán 
los que han cometido apropiación indebida. 


Lo que se buscó fue descomprimir las cárceles a través de la facultad del Juez, que dispondrá la liberación o 
una medida alternativa a la detención preventiva, para los delitos de menos ofensa social. 


En cuanto a los penados, se faculta al Juez de la causa no a la Suprema Corte de Justicia, en el marco de la 
libertad anticipada, para que los procesados con dos tercios de la pena, con delitos de hasta tres años de 
penitenciaría, puedan quedar en libertad y también para el caso de delitos de menos de tres años, con la mitad 
de la pena. Esto también rige para aquellos a los que les falten seis meses para cumplir con la totalidad de la 
pena. 


También hay algunas otras normas. Por ejemplo, un cómputo especial de la preventiva cumplida en dos casos 
en especial: para los mayores de setenta años y para las mujeres que tengan hijos menores de edad y que no 
tengan otros referentes familiares que puedan ejercer la guarda de esos niños. Ese artículo tiene el propósito 
fundamental de garantizar la protección de los derechos del niño para que no sea institucionalizado a raíz de 
la internación de su madre. En estos casos, tanto para los mayores de setenta años como para las mujeres, los 
servicios técnicos del Poder Judicial realizarán el estudio sobre la situación particular de esa mujer, en ese 
contexto familiar. 


Están excluidas las mujeres que han cometido delitos contra la vida o la integridad física de sus hijos y 
también los mayores de setenta años que han cometido delitos de lesa humanidad o están cumpliendo pena 
por la exclusión del artículo de la ley de caducidad. 


Existen otras normas que disponen que previo informe pericial y opinión del Ministerio público hay ciertas 
personas en determinadas situaciones críticas que pueden ser sometidas a prisión domiciliaria o a internación 
en establecimientos de salud. Ellos son: los enfermos de SIDA, los enfermos terminales, los discapacitados 
hay varias personas discapacitadas en los centros penitenciarios; no pueden caminar, los enfermos 
psiquiátricos graves y los jóvenes adictos a pasta base y cocaína. En esos casos, es posible la internación en 
centros de tratamiento y no en el ámbito carcelario. 


Finalmente, el proyecto autoriza el uso de dispositivos electrónicos de control, como las pulseras. Faltaba la 
autorización legal para eso. Es de norma que las limitaciones a la libertad personal se dispongan por ley y no 
por decreto. 


La segunda parte del proyecto refiere a los cupos carcelarios. Como decía el señor Ministro, hay un colchón 
de plazas que no se ocuparán, pero en caso de hacinamiento crítico del sistema, o sea superado el 50% de su 
capacidad, los Jueces, los fiscales y los defensores tienen la obligación, fuera del turno, de revisar los 
procesos de esos presos para ver si alguno de ellos puede ingresar a la prisión, puede contar con algún 
beneficio ex carcelatorio común, como la libertad provisional, o con alguna medida alternativa. 


Esta es la base del proyecto. Insisto en que en el artículo, lamentablemente, no se establece el plazo 
razonable. 


SEÑOR BAYARDI.- No voy a pedir al señor Ministro ni a la doctora Izquierdo que den explicaciones 
de por qué el plazo razonable no está contenido en el proyecto, cosa que haremos con la Suprema 
Corte de Justicia cuando la iniciativa ingrese para su consideración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En cuanto a la cárcel regional de Las Rosas, quisiera saber si el Ministerio 
sigue adelante con el criterio de hacer una cárcel regional, a pesar de los pronunciamientos que ha 
habido de todos los actores sociales implicados de Maldonado. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Nosotros hemos hecho aclaraciones en reiteradas 
oportunidades. Creo que no hay argumentos ante lo que hemos planteado. El primer error que se 
comete es que se dice que la cárcel de Las Rosas es departamental. No lo es; es nacional. Tiene 
personas privadas de la libertad que salieron del Penal de Libertad, de COMPEN, de la cárcel de 
Canelones y ha habido gente de mayor peligrosidad que la que está prevista para la cárcel nueva. El 


razonamiento que se hace es que se sustituye una cárcel departamental por una regional. Nosotros 
decimos que no, que se sustituye una nacional por una departamental. Además, cuando haya dos 
celdarios, se cerrará el anterior. Si construimos uno solo, hay que dejar abierto el anterior, lo que 
constituye una bomba de tiempo. Allí, dos por tres, hay que trasladar policías desde Maldonado, Punta 
del Este o Piriápolis para tener mayor seguridad en la antigua cárcel de Las Rosas, lo que afecta la 
seguridad. La existencia de dos nuevos celdarios y el cierre del anterior produce una seguridad mucho 
mayor. Además, no va a haber una mayor población como afirman no sé con qué fundamento porque 
estamos previendo el traslado de gente de la cárcel de Rocha a la chacra, con algún número menor, y 
más o menos lo mismo con respecto a Lavalleja. Entonces, la gente que va hacia Maldonado estará 
altamente compensada por la que tiene que ir desde Maldonado a cárceles adecuadas a la seguridad 
que necesitan. 


Todo lo que tenemos planteado es ganancia desde el punto de vista de la seguridad y del trabajo de la Policía. 
Por más que las promotoras estén juntando firmas en la feria y les firman, nosotros vamos a seguir adelante 
con el proyecto. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Recuerdo una idea que hace un tiempo volcó el señor Ministro sobre la 
construcción de viviendas y la creación de un ámbito social para los familiares de los presos, a efectos 
de tener una especie de centro donde reunirse y rehabilitarse. ¿Esa idea continúa? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Manejamos la posibilidad cada vez está más avanzada; ahora 
hemos negociado una solución de hacernos cargo del predio de El Espinillar que tiene catorce 
viviendas, de las cuales tres pueden estar previstas para el personal y once se pueden transformar en 
dos viviendas grandes. Estas dos viviendas grandes podrían estar habitadas por veintidós presos con 
sus familias. Además, debe haber un plan de producción elaborado por el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. Esto se debe trabajar junto a MEVIR y al Instituto Nacional de Colonización. 


Se está avanzando. Esto sería el premio mayor a un proceso de progresividad dentro de las cárceles. Habría 
una clasificación estricta; el recluso tiene que estar dispuesto a vivir con su familia. Se hará un plan piloto, en 
acuerdo con el Instituto Nacional de Colonización, y quien esté bien calificado podrá ser asumido como 
colono. | Pero, insisto: ese es el premio mayor, la frutilla, porque estamos pensando en un sistema bien 
progresivo, en el que se progrese o se retroceda de acuerdo con la conducta que tenga el preso en cárceles y 
su disponibilidad a trabajar o estudiar. Eso tiene un máximo de seguridad y un máximo de posibilidades de 
trabajo en la mejor condición de privación de libertad. De un lado a otro se mueve, dependiendo de la 
conducta, la pena que haya recibido, y al ingresar al sistema carcelario habrá que realizar una clasificación, a 
través de un centro diagnóstico, que tendrá que formar parte de todo esto y que luego se tendrá que ir 
modificando, de acuerdo con la conducta de la persona privada de libertad. En eso no solo estamos pensando, 
sino avanzando. Tenemos pendiente un comodato precario que se va a firmar por treinta años, para que nos 
hagamos cargo del predio. 


SEÑOR ZÁS FERNÁNDEZ.- El señor Ministro dijo que la instalación eléctrica ahora es exterior. No 
me quedó claro si se refería a que es exterior al establecimiento, o sea en los muros exteriores, o a que 
no estaba embutida en la pared. 


SEÑOR CARRERA.- Cuando asumimos, la instalación eléctrica en las cárceles estaba en condiciones 
precarias. Las cárceles más problemáticas después de la tragedia de Rocha eran la de Rocha y la de 
Salto. Entonces, nos comunicamos con UTE y contratamos directamente a una empresa, para que 
realizara la instalación eléctrica. 


El señor Ministro se refirió a que el comando de la instalación eléctrica de toda la cárcel estaba dentro del 
celdario. Hoy está en la oficina de la guardia 


La de Rocha ya está pronta; la de Salto está por culminar. Además, llamamos para ocho cárceles más del 
interior, que son las que tienen la situación más delicada como, por ejemplo, la de Durazno, Colonia, Río 
Negro y Paysandú 


En cuanto a la pregunta del Diputado Garino Gruss, con respecto a la situación del COMPEN y del Penal de 
Libertad, quiero decir que la empresa ITC, que es paraestatal de ANTEL, nos está haciendo una consultoría 
porque hay varios problemas para tomar una solución definitiva. También estamos trabajando con UTE y 
estamos tratando de atacar toda la problemática de la energía eléctrica. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Cuando me refería a la instalación por fuera no lo hacía solo 
al comando, sino también al cableado. En las cárceles el cableado está por dentro, y desde allí se puede 
controlar parte de la electricidad que está por fuera de la celda. Lo que ahora se estableció es todo un 
cableado por fuera que entra hacia el interruptor o hacia los enchufes, y tocar eso no afecta al resto. 
Entonces, cuando me refería a que era por fuera lo hacía en los dos sentidos, no solo al comando sino 
también al cableado 


Otra cosa que quiero agregar, es que está previsto, fundamentalmente en el COMPEN, no solo la reparación 
eléctrica, sino la reparación de cada uno de los módulos, porque están perforados como un queso. Ha habido 
como ya hemos dicho tiroteo a la guardia perimetral por parte de los presos. Entonces, estamos esperando 
poder trasladar un módulo para el Penal de Libertad a fin de que quede vacío, y rotarlos de manera de ir 
arreglando uno por uno y eso incluye el sistema eléctrico, o la habilitación del módulo que está para 
entregarse próximamente. Con cualquiera de las dos opciones, o con las dos lo cual permitiría acelerar la 
reparación se realizará la reparación edilicia y eléctrica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el asunto relativo al servicio 911, que consta en el 
orden del día. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Oportunamente realizamos al Ministerio un pedido de informes en 
cuanto a la puesta en funcionamiento del servicio 911 que, como todos sabemos, se había anunciado 
para mayo de 2008 y se estimaba, dado algunos inconvenientes que se plantearon, que pocos meses 
después en octubre de 2008 estaría funcionando. El primer anuncio fue en mayo de 2008. En el diario 
"El País" del día 10 de enero se dice: "El sistema, sin embargo, es muy complejo, y por lo tanto la 
Ministra" Daisy Tourné "estimó que quedará en pleno funcionamiento hacia fines de 2008 o comienzos 
del 2009". Según el diario "El País" del día 20 de diciembre de 2009 el Ministro Jorge Bruni dijo: "El 
sistema, que se espera comienza a operar antes del junio de 2010 [...]". Y en octubre de 2010 se dijo: 
"Los equipos que se adquirieron durante al titularidad de Daisy Tourné en el Ministerio del Interior ya 
están en Uruguay, pero recién a fin de año el Instituto Policial los incorporará". 


La adquisición de este sistema fue por compra directa sin licitación, sin que ello signifique ningún tipo de 
irregularidades. Lo sabemos, porque están perfectamente amparados, pero la trascendencia y el costo del 
sistema quizás hubiera merecido, a nuestro juicio, alguna evaluación diferente. Llevamos casi tres años y aún 
no funciona. Las prórrogas han sido en exceso. Yo creo que el Ministerio no la está pasando bien. Y en esto 
quiero ser muy claro. No es una responsabilidad de las autoridades actuales del Ministerio. Lo hemos 
sostenido públicamente en todas las ocasiones que hemos podido. No es una responsabilidad aún, ni siquiera 
diría compartida, porque llevamos pocos meses. Pero la realidad es que el cronograma de puesta en 
funcionamiento está largamente vencido y nos gustaría aclarar, por la importancia que tiene este sistema para 
la seguridad pública, y particularmente por el altísimo costo que esto ha tenido estamos hablando de más de 
US$ 12:000.000 pagos para que un sistema de esta importancia funcione que llevamos tres años y aún no 
funciona. 


Entendemos que lo que debemos hacer en esta instancia de trabajo es completar la información que nos 
pueda estar haciendo falta a fin de determinar cuáles son los caminos a tomar. 


Las preguntas que vamos a hacer son muy concretas. Queremos información acerca de la operación realizada 
y del actual funcionamiento del servicio 911 que, a nuestro juicio, sigue operando con la vieja central 
telefónica en el 4* piso de la Jefatura. Entendemos que el equipo chino no está funcionando. Ese equipo si no 
estamos equivocados, que está ubicado en el local de la calle Mercedes 1021, frente a la sede del Ministerio 
del Interior, en el denominado Centro de Comando Unificado, no funciona ni ha funcionado. 


Con respecto a la situación que se dio en octubre de este año cuando en el servidor de Jefatura se cayó el 
sistema debido a un virus, quisiéramos saber cuáles fueron las causas. 


En cuanto a la empresa china ZTE Corporation, nos gustaría conocer qué antecedentes posee. Informo que 
los datos recogidos, a lo ancho y largo del mundo gracias a Internet, sobre esta firma son bastante escasos. 
Concretamente, quisiéramos saber qué otro Gobierno compró un sistema de este tipo, qué otro Gobierno 
tiene algún trato con esta empresa en materia de seguridad, cuál es el costo exacto del servicio, cuánto se 
abonó a la fecha y qué fue lo que aconteció en octubre de 2010 con el actual sistema de respuesta 911. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Se trata de dos temas, no de uno. El motivo de la convocatoria 
es el servicio 911 y la pregunta tiene que ver, fundamentalmente, con el proyecto con la empresa ZTE, 
que es otra cosa, pero en la misma pregunta también aparecen cuestiones vinculadas con el servicio 
911. 


Voy a dar algunas respuestas en el plano político y voy a derivar el plano técnico al ingeniero Tarocco, al 
inspector Arias y al Director General de Secretaría. 


Reitero que la convocatoria inicial estaba referida al servicio 911 y a lo ocurrido en el mes de octubre; luego, 
la reunión evolucionó y se amplió el orden del día. Creo que hay que tener en cuenta algunos elementos que 
no aparecen en la prensa. Si bien se habla de saturación, no figuran los motivos, o aparece la queja de la 
gente de que cuando llama la línea está ocupada, más allá de lo que pasó en octubre. Hay una voluntad 
expresa y clara de distorsionar las llamadas saturando las líneas con denuncias falsas. Eso es así. Muchas 
veces se saturan las líneas o se dificulta la acción policial, porque se va a responder a situaciones falsas, y eso 
ocurre en forma continuada. Además, se ha detectado que del mismo teléfono se producen infinidad de 
llamadas falsas. Entonces, estamos pensando en un proyecto de ley que permita bloquear aquellos teléfonos 
de los cuales se hacen llamadas falsas en exceso porque, de lo contrario, esto seguirá ocurriendo. No se trata 
solo de bromas. Puede suceder que jóvenes estudiantes, en el recreo, hagan este tipo de llamadas, pero 
pensamos que el mayor problema no es ese sino la voluntad de distorsionar a fin de que quienes están 
cometiendo delitos puedan verse más tranquilos en su actividad. Anunciamos que estamos estudiando un 
proyecto de ley en ese sentido. 


Se hace mención al servicio 911 relacionado con el proyecto con la empresa ZTE porque existe la intención a 
partir de determinado momento de atenderlo desde el proyecto, pero ahí entraríamos en la parte técnica y se 
la voy a dejar a quienes están en el tema. 


SEÑOR BAYARDI.- Por lo que expresaba el señor Ministro, se está pensando en tomar alguna medida 
de carácter legal con respecto a las interferencias deliberadas que se producen en el servicio 911. Si no 
entendí mal, eso es lo que se está pensando hacer desde el Ministerio del Interior. 


Tengo una única duda al respecto que quiero dejar planteada a fin de que se investigue. En realidad, un acto 
deliberado de llamadas al 911 para que provoque la distorsión del servicio a fin de llevar adelante un delito 
requiere un nivel de organización determinado. Para permitir que se desarrolle el delito, por lo menos 
requeriría de algún nivel de organización básico deliberado que no creo que tenga el delincuente común. 


Estoy pensando en si se ha investigado la eventualidad de que esto sea algo más sistematizado, no tanto por 
quienes respaldan a un delincuente común para que pueda desarrollar un delito sino algo más organizado o 
institucionalizado. Digo esto porque, en ese caso, estaríamos hablando de otro tipo de responsabilidades y, si 
fuera necesario legislar al respecto, habría que considerarlo. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- La sugerencia es de recibo. 


SEÑOR ARIAS.- Para contestar las consultas del señor Diputado necesitaríamos establecer, en primer 
lugar, que el proyecto de alta tecnología, que tiene un monto asignado por tres partidas presupuestales 
de US$ 12:000.000, no comprende solamente el Centro de Comando Unificado. Sumando el costo del 
acondicionamiento edilicio del Centro de Comando Unificado, de la construcción del piso técnico y del 
área técnica de servidores, el hardware que ya está instalado y en operación y el software para su 
funcionamiento, llegamos al 22% de esa cifra. Fuera del funcionamiento, es decir, el software específico 
de atención y despacho de llamadas estamos en una etapa de análisis, y hemos transmitido a la 
empresa varias disconformidades porque queremos que ese producto sea mejor que el que hoy está 
funcionando en los servicios 911 representa un 8% del total del proyecto. 


El proyecto integra dos subproyectos muy importantes, que comprenden la expansión de toda la red del 
Ministerio del Interior en dos áreas: una red metropolitana Wimax, de tecnología inalámbrica, para conectar 
los locales de la Policía y sitios públicos que tienen videovigilancia y que trasmiten por esa red; y un 
proyecto de trasmisión de datos con contrataciones a ANTELDATA, con equipamiento que permite la 
trasmisión de datos, de voz y de imágenes desde todos los locales policiales del interior del país, sin 
distinción. Esta red del interior comprende la Dirección Nacional de Cárceles, las cárceles departamentales 
que tienen más de cien presos, los treinta y un puntos de frontera de la Dirección Nacional de Migraciones 
donde se hace un control "on line" de entrada y salida del país, las comisarías urbanas de las Jefaturas y una 
ampliación de 128 k a 4 megabytes de velocidad de todas las Jefaturas del interior para la trasmisión de datos 
de todos nuestros sistemas informáticos, ya sean administrativos u operativos. 


El sistema también incluye uno de videovigilancia metropolitana, que actualmente está compuesto por ciento 
trece cámaras que están todas en operaciones y reportando al Centro de Comando Unificado. Está siendo 
utilizado de lunes a jueves por la Policía Turística, que tiene personal haciendo videovigilancia, reportando a 
los hombres desplegados en el territorio sobre las cámaras que están en el circuito turístico. También se 
utiliza de viernes a domingo, las 24 horas del día, por parte del Grupo Especial de Patrullaje Preventivo, que 
aplica una orden de operaciones que sacó la Jefatura de Policía de Montevideo para reforzar todo el sector de 
nuevas discotecas bailables que hay en la Ciudad Vieja y en otros sectores. Con este sistema reforzamos un 
complejo de veintidós cámaras que están desplegadas en el Estadio Centenario, más ocho cámaras en puntos 
de encuentro previo de las hinchadas o de disloque de las hinchadas, cuando se retiran del espectáculo 
público. Se trata de un centro de monitoreo que está en operaciones desde el 1” de agosto, que ya está 
fortalecido y que cuenta con todas las cámaras definitivas. Comprende tres anillos de vigilancia y es utilizado 
por todos los Jefes de Operativo que trabajan en el Estadio Centenario. 


En el caso de Migraciones, el sistema también comprende un dispositivo de siete subsistemas de 
reconocimiento facial instalados en los puntos de frontera de mayor tránsito, que son el Aeropuerto de 
Carrasco que tiene un sistema en la planta baja para ingresos y uno para egresos en la planta alta; el Puerto de 
Colonia; la Aduana de Chuy; el Aeropuerto de Punta del Este, y próximamente se va a instalar uno en el 
Puerto de Punta del Este. Tiene un sistema central de recopilación de datos y sincronización instalado en la 
Dirección Nacional de Migraciones. 


SEÑOR BAYARDI.- Si están de acuerdo, solicitaría que se quitara de la versión taquigráfica las 
localizaciones de los sistemas de identificación. Está bien que se haya dado toda la parte descriptiva, 
pero solicitaría que se quitara la localización. 


Voy a poner un ejemplo. En realidad, me parece muy interesante que haya cámaras en los lugares donde se 
juntan las hinchadas, sobre todo algunas hinchadas, pero no creo que agregue mucho decir en qué puntos 
están localizadas dichas cámaras. Me parece más saludable quitarlo porque, si no, tendremos que hacer otro 
trabajo de Inteligencia para ver dónde se van a juntar las hinchadas en el futuro y tendremos que cambiar el 
sistema. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Quiero hacer un comentario sobre una experiencia personal. 


Las cámaras que se instalaron en 18 de Julio, que funcionaron durante un buen tiempo algunas dejaron de 
funcionar por la vibración de los ómnibus y otras porque se vieron afectadas por un rayo, fueron colocadas 
cuando yo trabajaba en la Asociación Comercial del Uruguay. Francamente, nunca se pudo evaluar bien el 
resultado en cuanto al delito en sí. Quizás el señor Director Nacional de Policía tenga esos informes, pero yo 
siempre tuve la impresión, en los años en que funcionaron, de que daba más resultado que supieran que 
estaba la cámara que la cámara en sí. Fue poner las cámaras allí y disminuyeron notoriamente los delitos en 
18 de Julio y aumentaron dentro de las galerías y en el Cordón, lo que hacía suponer que tenía un impacto 
mucho más grande el hecho de que se supiera que estaba la cámara puesta que si las hubiéramos puesto a 
escondidas. De pronto la preocupación del señor Diputado Bayardi sea precisamente un caso como el que 
estamos planteando. Quizás sea bueno que las hinchadas sepan que las están mirando y que las están 
identificando. 


SEÑOR BAYARDI.- El señor Diputado Gloodtdofsky abona mi teoría. ¿Qué quiero decir? Que ahí 
donde estén concentrándose las hinchadas y se sepa, en realidad no se va a hacer ninguna transa de 


planificación de ningún problema. Entonces, se van a cambiar de lugar. Es lo mismo. 


Se sabe que las cámaras están en 18 de Julio, razón por la cual los delitos disminuyen allí y se van a otros 
lugares. Eso es lo que quiero decir. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Estamos de acuerdo. 


SEÑOR ARIAS.- Por la ley de protección de datos personales, en 180 días estamos obligados a colocar 
cartelería en los lugares donde tenemos cámaras. 


La AGESIC y la Unidad Reguladora de Control de Datos Personales no lo exige, pero nos ha recomendado 
que se coloquen carteles avisando, porque es una ley que va a implicar a cualquiera que administre un 
sistema de videovigilancia. Entonces, nos sugieren que se informe al público que hay una videofilmación de 
sus actividades, pero no estamos obligados a hacerlo. 


SEÑOR BAYARDI.- En cuanto a las cámaras en el Estadio Centenario, creo que tiene que haber 
muchas, una de cada lado. Entonces, cuando se detecta a alguien, lo voy a buscar a la casa y veo qué 
hago. Pero, en realidad, pediría que se discutiera si estoy obligado o no a poner cartelería en los lugares 
donde recabo información para hacer actos de Inteligencia, porque no me va a convencer nadie de que 
en esos lugares voy a tener que avisar al que está siendo filmado que lo estoy filmando. Si lo quieren 
dejar, lo dejan; era una sugerencia para no tener que estar cambiando cámaras de lugar. 


SEÑOR ARIAS.- No estamos obligados. Hay una excepción por motivos de seguridad pública. Lo 
estamos evaluando. 


Otro sistema muy importante que incluye este proyecto es el denominado de Gestión Carcelaria, que tiene 
dos áreas. Una de ellas es un sistema de videovigilancia para las cárceles de gran porte, que ya está instalado. 
Hemos tenido algunos problemas de vandalismo, pero sigue en funcionamiento. Está muy vinculado en ese 
tema la asesoría que la que habló el Director Carrera sobre la sustentación eléctrica, ya que los equipos 
necesitan una alta regularidad de alimentación y de descarga a tierra. Hay un total de doscientas catorce 
cámaras instaladas en las cárceles principales: COMPEN, Libertad, Las Rosas, en Canelones y en la de 
Cabildo. También se adquirió para este Sistema de Gestión Carcelaria una serie de módulos de "software" 
que van a posibilitar una administración centralizada de la población reclusa, lo que facilitará la dinámica de 
administración de la población y de las visitas, brindando un mejor servicio a la sociedad, particularmente 
para acelerar el trámite de ingreso de visitantes a las cárceles que tienen mucha población. Por ejemplo, en el 
COMPEN, los días jueves los reclusos reciben la visita de mil mujeres en promedio. Eso implica una cola 
bastante importante para el registro de información. Este sistema prevé una tarjeta identificatoria para el 
visitante frecuente. Se registran los dos dedos pulgares y con esa tarjeta la persona hace un "fast track" para 
el ingreso y pasa directamente a la revisoría, reduciéndose la cola que deben hacer las mujeres, en general al 
sol o bajo lluvia, cuando van a visitar a los reclusos. En el caso de los varones, es un sistema que posibilita la 
contrastación con la población y evita el intercambio de personas dentro del establecimiento, es decir que 
quede un visitante y se vaya un recluso. 


Los únicos dos proyectos de estos que nombré que están pendientes y todavía los estamos evaluando son los 
de software, y ya fue informado varias veces por nuestros mecanismos internos. Luego de dos años de trabajo 
con la empresa evaluamos que hay una dificultad importante que, sinceramente, fue error de los que 
analizamos el proyecto porque cualquier tipo de requerimiento necesita una doble traducción: debemos 
escribir en inglés lo que necesitamos, los equipos de programadores de la empresa lo tienen que traducir al 
chino y nosotros después recibimos la devolución. Esto nos ha quitado mucho tiempo y ha dificultado un 
poco hacer entender qué necesitamos realmente. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Comprendo la dificultad y me parece que debió haber sido prevista, 
pero es razonable que se dé en un sistema de este tipo. Al margen del error del Gobierno uruguayo, 
¿cuál es el plazo concreto a que estaba comprometida la empresa para entregar los equipos 
funcionando? 


SEÑOR ARIAS.- Hubo un retraso muy importante en la importación de los contenedores. El plazo que 
acordamos para la instalación y puesta en funcionamiento del equipamiento y el software de base fue 
cumplido estrictamente por la empresa. Hay un incumplimiento por el cual hay una retención de pagos 
en lo que hace a los dos módulos de software adquiridos, pero la empresa cumplió el plazo de la 
instalación de equipamiento dentro del cronograma previsto que finalizaba en noviembre de 2009. 


Durante todo este tiempo hemos tenido graves dificultades con el software porque no estamos conformes con 
la devolución que nos hace. Como en el contrato hay una cláusula de recepción provisoria por la cual el 
Ministerio tiene que aceptar que lo adquirido está funcionando, no hemos aceptado esos dos aspectos y 
seguimos trabajando. Esas dos partes no están cumplidas. En lo que respecta a la instalación del 
equipamiento básico y al software de base y de funcionamiento, la empresa cumplió. 


También quiero mencionar el sistema de videoconferencia que está integrado y supone un costo 
relativamente bajo que está en funcionamiento. La misma red privada ya instalada une mediante 
videoconferencia el Sistema Nacional de Emergencia, el Centro de Comando Unificado, la Jefatura de 
Policía de Montevideo, Cárceles y Maldonado. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Buena parte de lo que nos interesaba conocer lo hemos conseguido por 
la vía de lo que, de pronto, el Inspector Mayor ha omitido. Según surge del estudio del expediente, no 
existe ningún compromiso de plazos para entregar ningún sistema funcionando. No lo hay. El concepto 
llave en mano implica que los sistemas estén funcionando. La empresa menciona un plazo de ochenta y 
cinco días para algunos sistemas que ya funcionan, pero ninguno de los plazos concedidos ni ninguno 
de los compromisos implican que los equipos estén funcionando. Esa fue una omisión durante la 
negociación que, a nuestro juicio, es bastante más grave que lo de la doble traducción que 
consideramos razonable. 


Insisto en que el análisis de la empresa debió haber sido mucho más cuidadoso y nos reservamos hacer 
ciertas consideraciones para alguna instancia más trascendente en el análisis de este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero dejar una constancia. 


Apoyamos que se envíe un proyecto respecto de la disuasión de hacer llamadas al 911 por asuntos ajenos a 
los fines de ese servicio. Esto ya lo habíamos expresado al final del período pasado de Gobierno y lo 
ratificamos aquí. Entonces, esperamos la llegada de la norma ya sea legal o de otro tipo a los efectos de que 
se pueda solucionar ese problema que, sin duda, es el talón de Aquiles de este servicio. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Falta explicar qué paso en octubre con el servicio 911 y 
después yo quiero hacer un agregado. 


SEÑOR TAROCCO.- Voy a responder la consulta que hizo el señor Diputado Gloodtdofsky con 
respecto al incidente que se produjo en octubre en el funcionamiento del actual servicio 911 o Mesa de 
Control Operativa que está en la Jefatura de Policía de Montevideo. 


Este sistema fue reportado al CERTuy, que es el Centro Nacional de Respuesta a Incidentes en Seguridad 
Informática del Estado, que fue creado junto con la AGÉSIC, que es el organismo correspondiente al 
gobierno electrónico del Estado. En una reunión en la que participaron los consultores de seguridad 
informática en la Jefatura se evaluaron las falencias o carencias que había a nivel de seguridad y se hizo una 
serie de recomendaciones que se aplicaron. 


Se detectó la falla correspondiente al ataque de virus que menciona el señor Diputado. Eso fue subsanado y 
se puso operativo un "firewall", una separación de comunicaciones entre el 911 pura y exclusivamente y el 
resto de la red que está dentro de la Jefatura de Policía de Montevideo. 


Quiero hacer una puntualización con respecto a las llamadas abusivas que hoy en día se realizan desde 

celulares al 911. No me corresponde determinar si es un delito o no, pero hay expedientes que dan cuenta de 
celulares que han llamado cuatro mil veces al mes al 911 pura y exclusivamente para molestar. Con respecto 
al funcionamiento del Centro de Comando Unificado, quiero aclarar cuál es la otra pata de la tecnología que 


se debe incorporar para el funcionamiento del servicio 911o del servicio de emergencia en su totalidad en ese 
Centro, que tiene que ver con las comunicaciones críticas de seguridad pública. En ese sentido, el Ministerio 
está trabajando en tres líneas. 


En primer lugar, se está trabajando en el fortalecimiento de las radiocomunicaciones existentes; no voy a 
entrar en detalles porque todos sabemos lo expuestas que están hoy en día y las deficiencias que existen. 
Estamos tratando de hacer una red de distribución de la propagación y de la redistribución de los equipos 
existentes a nivel de radiocomunicaciones, no solo en la zona metropolitana, sino también en el resto del país, 
y de agregar módulos de cifrado y encriptación para esas comunicaciones. 


Asimismo, se presentó ante la Presidenta de ANTEL un proyecto de viabilidad para utilizar la plataforma de 
ANCEL como medio de comunicación para las fuerzas de seguridad pública. Ese proyecto fue presentado y 
está en el seno de la Presidencia de ANTEL para su análisis. Este es un punto bastante interesante, porque si 
logramos concluir con ese proyecto, dotaríamos a todo el servicio policial de una jerarquía tecnológica muy 
importante, porque en tiempo real podríamos hacer el reconocimiento facial y dactilar de las personas 
detenidas en la calle, y recabar datos directamente de los sistemas de información que tiene el Ministerio del 
Interior como, por ejemplo, del sistema de gestión policial, del sistema de gestión carcelaria, del sistema Eifis 
el nuevo sistema de reconocimiento dactilar, adquirido para la futura Policía Científica, de acuerdo con el 
nuevo Presupuesto, actual Policía Técnica y de la Dirección Nacional de Identificación Civil. Según tengo 
entendido, este último sistema ya es utilizado hoy en día para algunas aplicaciones financieras de gran 
monto; los bancos se conectan, validando la huella dactilar del usuario con la Cédula de Identidad. 


Además, a partir de un plan se está impulsando a nivel nacional, para todas las fuerzas de seguridad me 
refiero a la Policía, a las Fuerzas Armadas y a las fuerzas de emergencia, un sistema de troncalizado digital. 
Nosotros pasaríamos de un sistema de tecnología analógica bastante obsoleto a mi entender, como ingeniero 
a aplicar un sistema de comunicación totalmente digital, encriptado, que prestaría las mismas 
funcionalidades. 


Entonces, se está trabajando para dotar al Ministerio del Interior de comunicaciones seguras y para que, 
además, pueda transmitir datos e información en tiempo real a las unidades que están en la calle. 


Quiero explicar esto en valores, para que vean cuánto cuestan los sistemas de comunicación de los que 
estamos hablando. 


El primer sistema que mencioné, que refiere al fortalecimiento de las comunicaciones analógicas existentes, 
requiere aproximadamente US$ 1:500.000, solo para comprar los módulos de encriptación para incorporar a 
los "handies" y a los aparatos que están en los vehículos policiales. Se requieren aproximadamente 

US$ 250.000 y US$ 500.000 para incorporar las consolas de despacho, que hoy en día son equipos 
rudimentarios no entraré en detalles, a efectos de remotizar los recursos de radio existentes a través de una 
plataforma IP que comúnmente usamos para navegar, obviamente agregando todos los servicios de seguridad 
necesarios. Además, necesitaríamos incorporar y redistribuir recursos de radiocomunicaciones, que hoy en 
día están centralizados básicamente en la Jefatura de Montevideo, hacia diferentes sitios, particularmente 
dividiendo Montevideo en zonas operativas menores, acercando el recurso de radiofrecuencia al policía que 
está en la calle. Esa es una dificultad operativa existente hoy en día. Entonces, estamos hablando de un 
proyecto que está en el entorno de US$ 3:000.000. 


Además, tenemos la dificultad de que en las comunicaciones del Ministerio, hay distintas tecnologías, tanto 
de VHF como de UHE, y distintos modelos de equipos. Tendríamos que unificar esos equipos e incorporar 
nuevos para tener una misma gama a efectos de que esos módulos de encriptación sean todos iguales. Eso 
tendría un costo adicional de US$ 1:400.000. 


Teniendo en cuenta la segunda opción de comunicaciones del Ministerio que fue planteada a ANTEL, los 
usuarios pasarían a utilizar un móvil celular, con determinada protección rugerizada y de uso especial para 
los efectivos, que sustituirían los que están en uso hoy en día, de tecnología analógica, dotando de 
jerarquización tecnológica al usuario policial. La incorporación de móviles, más allá de la viabilidad técnica 
que se requerirá con ANCEL, requerirá aproximadamente US$ 2:000.000, para la plataforma del software y 
los móviles que utilizarían, que serían unidades pda inteligentes simplifiquemos el concepto: serían "IPhone" 
o del estilo, que permiten un montón de funcionalidades, como el acceso "on line" a información del 


Ministerio. Además del costo, implicaría reservar el radioespectro utilizado hoy en día por ANCEL para 
mantener comunicaciones seguras para la policía. 


En cuanto a lo que impulsa Presidencia, que es el sistema de comunicaciones troncalizado, estamos hablando 
de lo que sería una nueva era de comunicaciones a nivel de seguridad pública en el país, en la que no tenemos 
experiencia. La mayoría de los países regionales están migrando a otras tecnologías. Por suerte, se hizo un 
análisis bastante extendido y se optó por un estándar, que es el TETRA, un estándar ETSI, lo que viabiliza 
algo muy importante. Hoy en día, existen en el mundo seis proveedores atento a lo que decía el señor 
Diputado Gloodtdofsky de los que nos podemos proveer de hardware y veinte empresas de las que nos 
podemos proveer de móviles. ¿Cuál es el beneficio de este sistema troncalizado? Que al ser estándar, me 
permite comprar un móvil de una empresa hoy y el día de mañana comprar otro de los veinte proveedores 
que existen a nivel mundial, sin tener inconveniente en la operatividad del sistema. Además, si el Ministerio 
del Interior lo incorpora en un impulso inicial, por la urgencia en la que está inmerso, podemos integrar esto 
está previsto en el estándar con cualquier otro sistema de comunicación digital que incorpore el país. Según 
tengo entendido, eso sería único, porque cada una de las fuerzas de seguridad tiene un sistema de seguridad 
propio, analógico y muy complejo de interactuar. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Antes de estas instancias, habíamos diseñado un modelo de 
trabajo para la Policía Nacional; después, visitamos distintos países y vimos cómo trabajaba la policía 
de esos países. Llegamos a la conclusión de que el diseño que habíamos hecho era correcto, pero que 
estamos diez o quince años atrasados, inclusive, con relación a la policía de la región no todas, puesto 
que en algunos países está como la nuestra y, en otros, está diez o quince años más adelante. El sistema 
ZTE lo que aporta es hardware. Lo que señalaba el Diputado Gloodtdofsky respecto a que no tiene 
demasiado efecto más que el disuasivo, el que a uno lo estén mirando, es si lo trabajamos con el 
software actual. Pero a este hardware se le pueden agregar distintos software. Hemos recorrido países 
en los que hemos hablado de ello y saben que tenemos el proyecto ZTE que es de origen chino. Al 
respecto nos han dicho: "Sigan comprando en China que es mucho más barato", pero lo que no tienen 
los chinos es el software que tenemos nosotros; ellos nos quieren vender software. Pero ¿qué software 
nos quieren vender? Uno que no necesite que cada zona tenga una persona mirando para ver qué está 
pasando porque luego de una hora de estar mirando, pierde la atención y no sabe bien lo que está 
viendo. Existe software que no solo permite ver sino que suena una alarma cuando sucede una 
situación determinada y, además, hace el seguimiento de la persona. Por ejemplo, si en un aeropuerto 
alguien va con un portafolio a realizar un trámite, deja el portafolio en el suelo y se va, el software da 
la alarma y sigue a la persona con distintas cámaras que, a su vez, están integradas. Voy a dar otro 
ejemplo: dos mujeres entran a un bar, una con cartera y la otra sin ella; salen las dos con cartera, 
suena la alarma y hace el seguimiento de las dos mujeres. Eso es lo que queremos incorporar a lo que 
ya tenemos. Quizá ciento treinta cámaras sean pocas, nosotros estamos hablando con distintos 
Intendentes para que en acuerdo con el sector privado se puedan incorporar cámaras a costo, por 
supuesto, del sector privado que queden integradas al sistema y podamos aplicar el software que 
incorporaremos a esa vigilancia. Se mostraron interesados en los departamentos de Maldonado, 
Colonia, Rivera, el litoral; el otro día me lo planteaba el Intendente de Río Negro. Esto que estamos 
conversando con los distintos Intendentes también lo podemos hacer con el sector privado en 
Montevideo. Me refiero a incorporar cámaras en nuevas zonas que se integren al sistema, a costo del 
sector privado. Cuando eso funcione, estaremos un poco menos atrasados. El objetivo es llegar, pero 
debemos hacerlo sobre una base y la base es la que tenemos ahora. Hay que seguir incorporando 
elementos; estamos dispuestos a ello. Con lo que hemos visto en otros países vamos a abrir un proceso 
de licitación, pero pensamos seguir incorporando tecnología. Quizás no aumentemos tanto la cantidad 
de policías sino la cantidad y calidad en tecnología para proceder a la vigilancia. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Se nos dijo que hay seis proveedores en el mundo de hardware como el 
que estamos hablando, un tipo similar al que estamos empleando, el ZTE. 


SEÑOR TAROCCO.- No. Todo lo que está relacionado con el proyecto ZTE no viene acompañado con 
un sistema de comunicación radial. El sistema de comunicación previsto por ZTE es una central para 
comunicaciones internas del Ministerio y atención de las comunicaciones de Emergencia del 911. Yo 
señalé cuánto cuesta mejorar lo que hay, alrededor de US$ 3:000.000 o US$ 4:000.000 dependiendo de 
la situación y quisiera puntualizar un detalle. TETRA es el estándar de comunicación hecho para 


seguridad pública por entidades de seguridad pública y acompañado por ETSI que es la Unidad 
reguladora europea de comunicaciones. Se recibieron propuestas para integrar al ZTE, al proyecto de 
tecnología en materia de seguridad pública del orden de US$ 39:000.000 y de US$ 54:000.000. El tema 
comunicaciones en seguridad pública es muy delicado y muy caro. Si queremos migrar hacia una 
solución eficiente, cuesta plata. Lo que estamos tratando de hacer con los recursos con que contamos es 
mejorar; por eso el proyecto es de viabilidad y fortalecimiento. 


Ahora hay una propuesta impulsada por la Presidencia para unificar con esta tecnología TETRA todos los 
recursos de comunicaciones de seguridad pública, no solo del Ministerio del Interior sino de las Fuerzas 
Armadas, Servicios de Emergencia, etcétera, sobre una misma plataforma, lo que sería único a nivel regional. 
El costo de esta tecnología al haber mayor competencia y ser un estándar es inferior al de los sistemas 
propuestos anteriormente. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- ¿Hay más proveedores que vendan el sistema ZTE? 
SEÑOR TAROCCO.- Si, existen varios. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Entonces, ¿por qué se lo compraron a los chinos? Porque en mi barrio, 
en todas las ferreterías dicen que si el taladro es chino, no hay devolución. Lo único que no tienen 
devolución son las herramientas chinas. No entiendo por qué le compramos a los chinos. 


SEÑOR CARRERA.- En primer lugar, este es un proyecto que viene de la Administración anterior. 


En segundo término, ZT'E Corporación es una empresa estatal china con la que hubo acuerdo. 


En tercer lugar, creo que de la aclaración del Inspector Mayor Arias y lo que aportó el ingeniero Tarocco, hay 
varios subsistemas. Lo que tenemos hoy es un problema con el software 911. Existen dos software, el de 
sistema de gestión carcelaria y el 911; es eso lo que estamos tratando de solucionar. Además, para que eso 
funcione con toda su potencia, necesitamos un buen sistema de comunicaciones. 


Por otra parte, en el mundo hay varias empresas proveedoras de este sistema. Además, se puede adicionar la 
tecnología que mencionaba el señor Ministro. Cuando en abril o mayo de 2006 se fue a China, a la ciudad 
capital Guangzhou que tiene la superficie de Uruguay y cuenta con dieciocho millones de habitantes, 
pudimos comprobar que el sistema funciona sin problemas. 


SEÑOR BAYARDI.- Quiero aclarar que acá ya se dijo que esto se hizo por compra directa y no 
registro que haya tenido observaciones de parte de los organismos de contralor. Por otro lado, las 
compras directas son por conveniencia u oportunidad. 


No quisiera discutir el tema de la compra de un artículo chino en una ferretería, porque estaría fuera de lugar. 
Por ejemplo, hay autos chinos sobre los que se ofrece 100.000 kilómetros de garantía o tres años, mucho más 
de lo que se otorga por los autos occidentales. Creo que deberíamos concentrarnos en las explicaciones 
políticas o técnicas, para luego evaluarlas. 


SEÑOR NÚÑEZ.- Me parece muy buena la visión del señor Ministro en cuanto a la incorporación de 
tecnología que nos permita una televigilancia para la seguridad pública, porque es algo muy 
importante. Creo que hacia ahí camina el mundo en cuanto a la seguridad porque se busca vigilar a 
través de cámaras de seguridad y de otros aparatos tecnológicos. Sin duda, eso nos permitirá mejorar 
en cuanto a eficacia y eficiencia la gestión en seguridad. 


Para nosotros es muy importante incorporar software de identificación facial o de objetos extraños. 
Indudablemente, este es un cambio rotundo en la política de incorporación de tecnología y de seguridad, y 
creemos que hay que apostar a él y ponernos a la vanguardia en este tema. 


Por otra parte, debemos reconocer que el trabajo que ha hecho China en torno a este tema específico es muy 
importante. Ellos tienen una gran superficie para hacer esta incorporación de tecnología y esta vigilancia. En 


tal sentido, me parece que no corresponde la comparación de estos sistemas de alta tecnología que tienen que 
ver con la vigilancia y el seguimiento de la seguridad pública con algunos artefactos domésticos que se 
puedan comprar en cualquier ferretería. Estamos hablando de incorporación de una tecnología de alta gama 
de un país que está a la vanguardia de estas cuestiones. Por lo tanto, apoyamos la línea del Ministerio y 
apostamos a su profundización. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Para no aburrir más sobre el tema del taladro, debo decir que 
probablemente la herramienta china que compre en la ferretería me sirva para un día, y después no 
hay reclamos. El problema es que llevamos más de tres años, gastamos US$ 12:000.000 y todavía 
estamos en veremos en cuanto a lo que refiere a esta parte del sistema. Me parece que el taladro de la 
ferretería me va a dar más resultado que todo este asunto. 


SEÑOR CANTERO PIALL.- El Director General de Secretaría, doctor Carrera quien no se encuentra 
en Sala en este momento, aclaraba que esta compra se concretó en la Administración anterior. En tal 
sentido, me gustaría saber quiénes se encargaron de la compra de este software, quiénes viajaron a esa 
ciudad de China y quién llevó adelante todo el proceso de adquisición de estos equipos. 


SEÑOR ARIAS.- La empresa se presentó en junio de 2005 ante el Ministerio y entre ese mes y abril de 
2006 se realizó el estudio de la propuesta global de la empresa. Se hizo un pedido de requerimiento a 
todas las unidades ejecutoras sobre qué prestaciones tecnológicas necesitaban, se cruzó lo que ofrecía 
la empresa con lo que nosotros precisábamos y se delineó un esbozo de proyecto y un estudio de 
viabilidad. Cuando se tuvo una propuesta técnica de la empresa para cubrir nuestras necesidades, se 
armó una delegación y fuimos a ver cómo operaba el sistema que se nos ofrecía, tanto la red 
inalámbrica, la red de datos, como un centro de comando unificado. Aquí voy a hacer una precisión 
porque visitamos la ciudad de Guangzhou, que tiene 187.000 kilómetros cuadrados, pero viven sesenta 
y ocho millones de chinos. Además, tiene un despliegue de diecinueve mil policías, todos motorizados y 
controlados desde un centro de comando unificado. Yo formaba parte de la delegación y vi el sistema 
funcionando satisfactoriamente; también asistió el señor Director General de Secretaría de la época, 
como autoridad política. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Quiero referirme a una intervención que hice en la media hora previa de 
la Cámara de Representantes en cuanto a ciertos llamados que yo efectuara a algunas Comisarías el 
pasado día 2 de noviembre. En dicha oportunidad, llamé a las veinticuatro Seccionales que componen 
la jurisdicción de Montevideo y en muchas de ellas me dieron respuesta en cuanto a los móviles. Se me 
dijo que eran insuficientes en casi todas, que algunas tenían un solo móvil y que otras no tenían 
ninguno; creo que no había móviles en tres o cuatro Seccionales y en nueve solo había un móvil. Eso 
provocó que la señora Diputada Pereyra me sugiriera que la versión taquigráfica no fuera enviada al 
Ministerio sino directamente al señor Ministro. 


En esa ocasión, manifesté que estaba mal que se diera esa información de inteligencia por teléfono y también 
dije que ni siquiera se preguntó quién era. En tal sentido, me gustaría saber si se tomó alguna medida al 
respecto. 


Por otra parte, comprobamos que hay una débil respuesta del 911, que está para ayudar a la ciudadanía en lo 
concerniente a robos o problemas. Vemos que en las Seccionales hay pocos móviles y sabemos que a veces 
Radio Patrulla no puede prestar una asistencia adecuada porque tiene su sede en el Prado y está alejada de 
ciertos puntos de Montevideo. Todos sabemos que los móviles policiales no cuentan con servicio de GPS, 
como sí disponen los taxis en Uruguay. Además, hay muchos móviles que están rotos. Sé que la flota se 
renueva bastante seguido, cada dos años, pero de todas maneras hay una cantidad de móviles averiados y 
rotos que van a parar a una División, llamada CAIMA si no entendí mal es una dependencia de la Jefatura de 
Policía; si no es así, solicito que se me corrija, donde demoran varios meses en ser reparados. En esa 
dependencia los móviles quedan más tiempo del esperado. Me gustaría saber la opinión del señor Ministro al 
respecto. 


SEÑOR GUARTECHE.- Casi todo lo que dijo el señor Diputado Garino Gruss es así. 


Hay problemas en los vehículos de las Seccionales. Hay Seccionales cuyos vehículos no están funcionando. 
Se trata de un proceso permanente de reparación. También hay dificultades especialmente en la calidad de los 
choferes que tenemos; formamos choferes pero ha existido una migración permanente hacia el sector 
privado, lo que genera una serie de dificultades. 


Toda el área de respuesta que el señor Diputado menciona nos tiene muy preocupados y ocupados. Estamos 
tratando de buscar una solución en ese sentido porque si no tenemos un nivel de respuesta adecuado, 
cualquier tecnología que apliquemos, por buena que sea, no sirve para nada. 


Efectivamente, las Seccionales tienen las dificultades planteadas. Se nos hizo llegar una disposición respecto 
a la información que se puede brindar o no, no importa cómo se identifique la persona, si como Senador, 
como Diputado, etcétera. No hay por qué brindar información; la misma se tiene que solicitar por otros 
canales. Esto se estableció a través de una directiva. 


Con respecto a radiopatrulla, quiero aclarar lo siguiente: no es que ante un requerimiento los móviles partan 
de su base del Prado, sino que está asignados a determinados radios. Lamentablemente, no tenemos la 
suficiente cantidad de vehículos como para cubrir, por lo menos, un móvil por comisaría. Los móviles que 
salen por turno son veinte: uno para el encargado de todos los turnos, dos para controles van a cada uno de 
los eventos importantes que suceden y diecisiete son para cubrir las veinticuatro Seccionales. Es decir que, 
generalmente, un patrullero cubre más de una Seccional. Dentro de lo que estamos pidiendo para reforzar, 
solicitamos tener un nivel suficiente de vehículos de radiopatrulla como para poder atender las necesidades y 
los requerimientos de la población. 


Una medida más rápida que se está tomando en este Período en este mismo momento para solucionar la 
respuesta, es la compra de motocicletas, un vehículo mucho más versátil y ágil para movilizarse en 
determinadas áreas, especialmente donde hay mucho tránsito. 


También está prevista para el próximo Presupuesto la compra de equipos GPS. Se trata de un elemento 
básico, imprescindible, para poder brindar una respuesta rápida. 


Son apropiadas las afirmaciones que hace el señor Diputado Garino Gruss; la única corrección es la manera 
en que responde radiopatrulla. 


Quiero agregar algo a un término que utilizó el ingeniero Claro Tarocco. Cuando dijo que se estaba 
acercando el recurso de radiofrecuencia, quizás se hayan quedado pensando de qué se trata. Les voy a 
explicar claramente a qué se refiere. Hay policías que están con un "handy" en determinadas áreas y escuchan 
a la Mesa Central pero no pueden responder. Para quien habla, Director de la Policía Nacional, la cuestión de 
la seguridad del policía es fundamental. Estoy muy atento a lo que ellos están haciendo, a la respuesta que 
están dando porque, evidentemente, no solo tenemos que mejorar la respuesta hacia el ciudadano sino, a la 
vez, la seguridad del funcionario, que a veces actúa prácticamente solo en determinados lugares donde el 
clima es muy adverso. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- ¿Esos policías cuentan con teléfonos celulares? 
SEÑOR GUARTECHE.- Cuentan con celulares personales. 
SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Pero no institucionales. 


SEÑOR GUARTECHE.- No; para todos no hay. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- El Inspector Guarteche comenzó diciendo que "casi todo" lo 
planteado por el señor Diputado Garino Gruss era acertado. El doctor Carrera quiere responder sobre 
lo que está fuera del "casi todo". 


SEÑOR CARRERA.- Quiero dejar en claro que se están tomando algunas medidas. Por ejemplo lo 
decía el Inspector Guarteche, se están adquiriendo doscientas motocicletas con destino a la Policía 


Nacional, de las cuales una parte importante se queda en Montevideo y el resto será distribuido en el 
interior. Nosotros estamos pensando en incorporar estos vehículos antes del 10 de diciembre. 


También estamos tomando medidas para modificar el tema de CAIMA. Montevideo tiene 650 vehículos que 
están distribuidos en todas las Jefaturas de Policía, entre el 5% y el 10% de los cuales están en CAIMA por 
roturas. De todas maneras, estamos tomando medidas porque consideramos que debemos brindar un servicio 
de atención tallerista más rápido para que el vehículo no esté parado durante mucho tiempo. 


En la primera quincena de diciembre se van a incorporar esas doscientas motocicletas, que estamos 
comprando con el Presupuesto actual. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Se dice que en Montevideo hay 650 vehículos, de los cuales entre un 5% y 
un 10% está en CAIMA. Si de esos 650, 50 están en CAIMA, estamos hablando de 600 vehículos. 
¿Cómo se explica el resultado de que haya Seccionales que no tienen siquiera un móvil? ¿Dónde están 
esos vehículos? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Creo que estamos confundiendo las cosas. 


El Inspector Guarteche se refería a veinte vehículos por turno y de radiopatrulla. Las Seccionales tienen 
vehículos aparte de los que funcionan en radiopatrulla, entonces tienen más. La respuesta que se le dio al 
señor Diputado Garino Gruss tiene que ver con un aspecto, pero no con todo lo relacionado con las 
comisarías. Por eso existe esa diferencia. Si el señor Diputado resta el 10% que está en CAIMA a esos 650 
vehículos, da 600, pero la respuesta fue sobre radiopatrulla y no sobre los vehículos de las comisarías. 


SEÑOR MICHELINI.- Ya ha pasado un par de horas desde el inicio de la sesión, pero aunque sea 
tarde quiero agradecer la presencia del señor Ministro del Interior y de su equipo. 


Estaba escuchando atentamente y me parece que las explicaciones del Ministerio del Interior son claras e 
inequívocas, por lo tanto, adelanto que por lo menos con lo que hasta ahora he escuchado su exposición me 
resulta plenamente satisfactoria. 


No pensaba hablar pero este tema me llamó un poco la atención porque hice la misma operación aritmética 
que el señor Diputado preopinante en cuanto a la existencia de vehículos automotores a cargo de la Jefatura 
de Policía de Montevideo. Por lo tanto, me gustaría que se explicara bien dónde están desplegados esos 600 
autos en el territorio, a los efectos de que no queden dudas no deberían quedar en el marco del cumplimiento 
del Plan de Seguridad del Ministerio en general, en particular en el departamento de Montevideo. 


A la operación por llamarla así o a la metodología de llamar por teléfono a una comisaría para preguntar algo 
o para hablar, no le doy mucha importancia porque conocemos la idiosincrasia del funcionario público y de 
quien atiende el teléfono, que podrá contestar o no, atemorizarse, etcétera. Quisiera saber cómo esos 
seiscientos vehículos están destinados en Montevideo porque no me consta que haya una falta de parque 
automotor en este departamento; además, no es lo que veo en la calle. 


Por otra parte, quisiera hacer una precisión. Al principio de la sesión se utilizó posiblemente en forma 
inadvertida el término "masacre" para referirse a lo ocurrido en dos establecimientos penitenciarios, en 
particular en el de Rocha el año pasado. Digo enfáticamente que ese término es inaceptable. Allí no hubo una 
masacre, sino una tragedia, como fue demostrado. El Ministerio del Interior, desde el inicio, y todo el sistema 
político nos sensibilizamos fuertemente frente al tema que puso al descubierto la situación de hacinamiento y 
precariedad de condiciones materiales del sistema carcelario uruguayo, que viene desde muy lejos. 


Por lo tanto, asumiendo que el término fue utilizado sin intencionalidad de ningún tipo, quiero hacer esta 
aclaración porque en lo que a mi respecta sentimos mucho esa situación. 


SEÑOR GUARTECHE.- Con respecto a la pregunta del señor Diputado Michelini, cuando nos 
referimos a más de seiscientos vehículos hablamos de todo el parque automotor, incluidas las motos. No 
estamos refiriéndonos en forma específica a autos o camionetas. Lamentablemente, no tengo en mi 
poder la información acerca de la distribución, pero de memoria digo que tenemos que incluir a todos 


los vehículos que forman parte del regimiento de la Guardia Republicana; a todos los que forman 
parte de las Direcciones de Investigaciones y sus departamentos; a todos los de la Dirección de 
Seguridad, que no solo son los asignados a las Comisarías sino también a las zonas; a los asignados a la 
Dirección de Grupos de Apoyo; a los asignados a la Brigada de Tránsito y a la Brigada PUMA. Hay 
una serie de dependencias que tienen movilidad y conforman ese parque automotor de más de 
seiscientos vehículos. En Montevideo hay una exposición pública un poco mayor porque hay otras 
unidades que tienen un fin específico, como la Dirección de Cárceles; uno puede ver vehículos 
policiales transitando pero son de unidades que tienen una condición diferente a la de seguridad de la 
Jefatura de Policía de Montevideo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ingresamos al tercer punto del orden del día: "Recusación de un Magistrado 
y una Fiscal". 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Muchas gracias por la comparecencia del señor Ministro y su equipo. 


Debemos señalar expresamente que cada vez que hemos intentado comunicarnos con él, hemos podido 
hacerlo en forma inmediata, y eso no es poca cosa cuando uno trata de solucionar temas públicos y tener 
respuestas a los distintos temas. 


Quisiera preguntar al señor Ministro si contamos con el tiempo suficiente para abordar un tema que nos va a 
llevar un tiempo importante. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Creo que sí. No sé si hay tiempo para tratar todo el orden del 
día, pero creo que sí lo hay para considerar este tema. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Si bien no tenemos competencia desde el punto de vista legislativo 
para hacer comparecer en forma obligatoria al señor Subsecretario ya que la responsabilidad es 
institucional y es el Ministerio.... 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Quiero aclarar que el señor Diputado Iturralde Viñas me 
planteó la posibilidad de que concurriera el Subsecretario, señor Jorge Vázquez. Quedamos en eso, 
pero coincidió con un viaje a Brasil de cinco días. No ha podido venir, pero tenía toda la voluntad de 
hacerlo. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Agradezco la aclaración. Como no descartamos la posibilidad de 
realizar otro tipo de acciones legislativas, ya que creemos que lo amerita la gravedad de los hechos que 
vamos a narrar a continuación, tomamos en cuenta esta aclaración para eventuales instancias 
posteriores. 


SEÑOR MICHELINI.- Si el señor Diputado considera que la presencia del señor Subsecretario es 
trascendente y así lo considera el señor Ministro, podemos postergar la consideración de este tema 
puntual. Hago la sugerencia, no mociono en tal sentido. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Agradezco la sugerencia del señor Diputado Michelini, pero dadas las 
instancias que han estado sucediéndose, considero que por lo menos podemos hacer un abordaje 
primario sobre el tema y no descarto que tendremos otras instancias. 


El tema que vamos a abordar es sumamente grave y está vinculado con la plena vigencia del Estado de 
derecho, con la separación de Poderes y con la forma en que existe autonomía de los distintos actores de 
nuestro sistema institucional para poder actuar en forma independiente. Digo esto sin ahondar demasiado en 
lo que significa la separación de Poderes y el hecho de que cada Poder no se juzgue a sí mismo sino que sea 
juzgado por otro. El equilibrio resultante de la realidad institucional, que pone en manos de otras autoridades 
el juzgamiento del accionar de quienes están al frente de un poder político me parece central. Han sucedido 
una serie de hechos que no se han resuelto en forma apropiada, por lo que vale la pena conocer los motivos 
por los cuales el Ministerio ha actuado. 


Nos hubiera gustado que estuviera presente el señor Subsecretario. No obstante, como la responsabilidad es 
institucional, quisiera plantear algunos temas y recibir respuestas vinculadas con el Centro Nacional de 
Rehabilitación. El tema al que me voy a referir no tiene que ver con las cárceles, sino con algo mucho más 
grande: la vigencia de los derechos humanos, la situación de los ciudadanos que están siendo juzgados por la 
Justicia, la situación de aquellos que han sido condenados a cumplir una pena y las garantías que debe tener 
su cumplimiento. En particular, a un veinteañero llamado Mauro Bozzatta, con dos hijos, quizás hoy ya tres, 
porque su señora lo esperaba para el mes de octubre, que estaba cumpliendo, según tengo entendido, una 
pena de rapiña simple, en la que no había habido uso de arma. Si no me equivoco estaba preso por el hurto de 
un celular. Era primario, se le había dado una condena de cuatro años y estaba a punto de ser liberado. 
Faltaban algo así como tres o cuatro meses para que pudiera salir. Ya tenía un trabajo asignado y estaba en el 
Centro Nacional del Rehabilitación, el cual, tenemos entendido, ha sido un ejemplo en los últimos años, no 
solo de Uruguay sino de América Latina. Fue financiado y apoyado por el Programa de Naciones Unidas para 
el Desarrollo, sobre la base de que no hubiera violencia ni droga y estuvieran allí quienes no tienen 
antecedentes. Se ha logrado un centro que, en su momento, fue ejemplar y que constituye parte de una 
herencia bendita que había dentro del sistema carcelario, ya que todos sabemos las dificultades que hay con 
los otros sistemas. Pero en este caso había una situación ejemplar con mucha gente que ha sido rehabilitada y 
se ha logrado reinsertarlos en la sociedad, que es, en el fondo, lo que nosotros queremos. Nosotros no 
podemos plantear que las cárceles son para castigar a la gente, sino que entendemos que las penas son para 
tratar de reinsertarlos, sobre todo cuando pensamos en los jóvenes y en sistemas que hoy nos pueden servir 
para ver de qué manera pueden reinsertarse en esta sociedad. 


En particular, nos sorprende la forma en que se procedió, y queremos saber si el Ministerio del Interior tuvo 
conocimiento de los hechos allí sucedidos y qué actitud asumió con relación a los mismos, si se realizó 
alguna investigación de lo ocurrido entre los días 25 y 26 de agosto hasta el 30 o 31 de agosto momento en el 
que también hay un episodio judicial importante, cuáles fueron las investigaciones que realizó, a qué 
conclusiones se arribó, si ha tomado algún tipo de resolución administrativa y cuáles son los motivos que 
fundan una recusación a una Jueza y a una Fiscal, que tienen más de treinta años de actuación ejemplar, y que 
coincidentemente son personas que están en el candelero, por situarse en juicios bastante públicos. Desde 
hace largo tiempo han estado, tanto en el procesamiento del contador Kneit y del ingeniero Illarietti, así como 
en el de Benito Stern, y, precisamente, son quienes tienen hoy el expediente del contador Bengoa, ex Director 
de Casinos, y el del ex Vicepresidente, Senador Nin Novoa. Son quienes han llevado adelante la 
investigación de Pérez Riestra, Procurador del Estado, en determinados casos de estafa. En el expediente del 
ex Director de Casinos, contador Bengoa, hay otras personas públicas pendientes de resolución. Hay todo un 
accionar que nos hace pensar que puede haber una motivación política, sobre todo partiendo de la base de 
que si hoy descalificamos a estas mismas personas diciendo que no están aptas para seguir adelante un juicio, 
comenzamos todo un peregrinaje a través de las noticias, y luego es más fácil de seguir adelante cuando 
tomen una resolución con relación a determinadas figuras públicas. 


La recusación contra la Jueza no ha sido tenida en cuenta por el Tribunal de Apelaciones; contra la Fiscal 
tampoco, porque no correspondía. A mí me sorprende, porque no conozco casos en la historia del Uruguay en 
que un Juez y un Fiscal que están actuando reciban una recusación en forma pública y se les haga una 
denuncia. Hasta el momento lo que conocíamos es que en el expediente se actuaba y se planteaban las cosas 
y que quienes tenían algunas dudas dejaban las constancias de haber sido maltratados, y no se hacía toda esta 
operación mediática, que tanto llama la atención. 


Cuando empezamos a ahondar en los episodios nos siguen llamando la atención determinados hechos, que 
vamos a tratar de analizar, y que son parte de la situación que culminó con la muerte de este señor, pese a que 
desde hacía varios días se venía solicitando determinada protección especial para estas personas. 


Pero me gustaría comenzar por el principio y que el señor Ministro o quien el dispusiere nos contara un poco 
los motivos por los cuales el Ministerio accionó de esta manera. 


También me gustaría conocer los criterios para que vaya la gente al Centro Nacional de Rehabilitación. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Voy a empezar por el principio, por el título de la convocatoria 
de este punto: Recusación de un Magistrado y de una Fiscal. 


Lo que el Ministerio hizo, con las cuatro denuncias recibidas de funcionarios del CNR, desde la Directora a 
un Agente de Segunda y dos Comisarios, que denunciaban o planteaban cómo habían sido tratados, fue 
mandarlas con un encabezamiento que decía: "Remito a usted los presentes obrados presentados en esta 
Subsecretaría por la Encargada de la Dirección Nacional de Rehabilitación, a los efectos que estime 
pertinentes". Acá no hay una recusación de ningún tipo; no hay nada. Lo único que hay es mandar la 
denuncia recibida en el Ministerio; nada más. 


Nosotros tenemos un juego para cada uno de los señores Diputados presentes para que lo vean. Esa es la 
recusación, por lo menos, por parte del Ministerio. La respuesta que recibimos que también les entregaremos, 
después de varias preguntas, es si tenían algo que agregar. Como no lo hicieron, la Suprema Corte de Justicia 
entendía que no correspondía hacer un planteo al Ministerio, después de no haber agregado nada cuando 
tuvieron la oportunidad. Esa fue la respuesta. Nosotros no hicimos una recusación. Lo que hicimos fue 
presentar las denuncias recibidas con este breve encabezamiento, que fue dirigido al Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia, al Ministro de Educación y Cultura y uno parecido a la señora Directora del 
Departamento de Defensoría Policial en lo Penal. Luego, a raíz de una denuncia de corrupción, efectuada en 
un canal de televisión también lo tenemos en nuestro poder para entregárselo se planteó al Juez Letrado de 
Primera Instancia en lo Penal de Crimen Organizado de Turno, que asuma competencias cuando se trata, 
como se denuncia, de una mafia de presos y policías dentro del CNR, vinculado a tráfico de armas y 
celulares: "En mérito a las competencias asignadas por la ley a esta sede, es que entiendo de orden comunicar 
a usted los hechos ocurridos, a efectos de la investigación y esclarecimiento de los mismos". 


Acá no hay ninguna recusación; solamente se trata de enviar los antecedentes. Hubo respuesta de todos los 
organismos a los cuales se les envía estos antecedentes. 


En cuanto al tema al que finalmente se refería el señor Diputado Iturralde Viñas relacionado con los planteos 
hechos por la defensora personal de Diana Noy, no fueron realizados por el Ministerio. 


Para responder el resto de la pregunta, pediría que lo hiciera la psicóloga Fulco. 


SEÑORA FULCO.- Retomando lo que se manifestó con respecto al reconocimiento y a la trayectoria 
que ha tenido el Centro Nacional de Rehabilitación por su exitoso programa durante muchos años, 
mientras fue apoyado financieramente por el programa del BID, debemos decir que ese proyecto no 
solamente tuvo éxito porque había un sostén financiero para tener a personas privadas de libertad en 
condiciones dignas, respecto al edificio y a los recursos técnicos, laborales, educativos, recreativos y 
culturales, sino también porque parte de ese personal técnico es el que lo sostuvo durante esos años. 
Digo esto porque ese personal técnico, de trayectoria y calificado, es el que, en determinado momento y 
a partir de los hechos que han sido referenciados, presenta al señor Ministro del Interior una 
comunicación en la que da cuenta de que en el llamado para la investigación por el fallecimiento del 
recluso se sintió agraviado y maltratado, y en función de eso es que se siente en la necesidad de poner 
en conocimiento de las autoridades del Ministerio esa situación. 


Reitero que se trata de personal técnico, de larga trayectoria y de calificación, que es el que ha sostenido el 
éxito del Centro Nacional de Rehabilitación. Por lo tanto, el sentido común y el institucional dicen que una 
referencia a una situación particular dentro de un interrogatorio no puede ser desatendida y presuntamente 

descreída, como sucedió en ese momento. Por consiguiente como bien dijo el señor Ministro, lo único que 

hace el Ministerio es remitir esto a conocimiento del sistema de Justicia. 


Por otro lado, el señor Diputado hizo una pregunta referida a las condiciones de ingreso al CNR. Eso ha sido 
suficientemente divulgado, inclusive en publicaciones. Se trata de un programa que, cuando empezó, su fin 
era atender a una población joven, con edades entre los dieciocho y los veintiocho años, que fueran primarios 
y con delitos leves, que pudiera formar parte de una experiencia novedosa, con un modelo de tratamiento que 
hoy el Ministerio del Interior se propone no dejar reducido a un porcentaje muy mínimo de la población 
privada de libertad sino hacerlo extensivo, en lo posible, a una mayor cantidad de privados de libertad a nivel 
de la República. 


Lo que queremos dejar en claro es que el proyecto del Ministerio es que este modelo sobreviva y se aplique 
en toda la República. Una de las críticas que ha tenido el modelo ha sido el bajo porcentaje de beneficiarios, 
porque durante mucho tiempo fue únicamente de cincuenta jóvenes privados de libertad dentro de ese rango 


de edades. Eso genera una situación de injusticia dentro del sistema, porque hay otros muchos jóvenes desde 
que se creó el Instituto que también aplicaban para el sistema por cumplir con todos los requisitos, pero 
algunos de ellos, pasados al sistema, no lograron adaptarse. Entendemos que no es un sistema que pueda 
quedar reducido únicamente a un porcentaje tan bajo de los privados de libertad. La idea es reaplicarlo y 
extenderlo a través del fortalecimiento y la potenciación del Centro de Observación, Diagnóstico y 
Tratamiento. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Quisiera insistir con una pregunta: ¿se sigue aplicando el criterio de 
los delitos leves para ingresar al Centro Nacional de Rehabilitación? Pregunto esto porque me parece 
que tiene que ver con los episodios allí sucedidos, ya que había alguien que tenía antecedentes de otro 
tipo. 


SEÑORA FULCO.- Desde el mes de marzo de este año no ha habido más ingresos al programa del 
CNR, en tanto estamos reformulando lo que es la relocalización y los nuevos programas de asistencia y 
tratamiento de privados de libertad. 


Como es de conocimiento de todos, en los meses de marzo y abril tuvimos que trasladar a cien mujeres al 
establecimiento del CNR debido a la emergencia que estaba sufriendo el edificio de Cabildo, con un sector 
amenazado de derrumbe. Por lo tanto, la lógica de buscar un buen gerenciamiento y una buena gestión en un 
edificio que pasa a ser de carácter mixto, hace que preventivamente se suspenda el pasaje de esos ingresos 
como venían dándose. Reitero que esa suspensión se hace para evaluar la situación y hacer un mejor 
gerenciamiento en la administración de mujeres y varones privados de libertad que conviven en un mismo 
edificio. 


El criterio para ese tipo de programa es el mismo. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- La investigación a la que la psicóloga Fulco hace referencia se 
está produciendo en este momento, al mismo tiempo en que en el Juzgado se está procesando toda la 
situación. Nosotros no podemos informar públicamente de estas cosas porque puede haber 
interferencia, pero el CNR y la Policía proporcionan 384 horas de videovigilancia producida en los días 
aquí mencionados: 25, 26, 27 y 30. Son 384 horas de videovigilancia a una interna del CNR y una 
computadora que no tenían para que la pudieran ver. Entonces, habrá que procesar bastantes cosas. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 
SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Voy leer expresamente algunas afirmaciones. 


Me importa que el señor Diputado Bayardi tenga conocimiento de que la autopsia en la cual se basa la 
actuación judicial, que ha trascendido en la prensa está publicada en distintos lugares, fue realizada no solo 
por dos Fiscales Adjuntas y la Jueza, sino por los médicos Ruben Arias y Domingo Medero. Quizás les suene 
este último nombre. Domingo Medero es quien ha señalado en los últimos tiempos que Nibia Sabalsagaray 
no se suicidó, sino que fue asesinada. Es la misma persona que, en este caso, hace la misma afirmación. En el 
caso de la pericia de Policía Técnica, fue realizada por el Agente de Segunda Gustavo Mosteiro, por el 
Sargento José Acosta y por el Oficial Ayudante Miguel Pereira. Estoy dejándolos internalizar el tema. Son 
tres funcionarios policiales de un lado y, de otro, dos médicos forenses. 


A mi me parece llamativo que, a casi tres meses, no tengamos ningún resultado, ninguna remoción en ningún 
lugar, sobre todo cuando tres o cuatro días antes de la muerte la Directora del CNR fue intimada a brindar 
protección especial a la persona que luego fue eliminada, al fallecido, a Mauro Bozzatta, el día 29 de agosto. 
Además, me parece importante señalar que hay filmaciones de casi todo porque, precisamente, de la 
habitación donde estaba este señor en el momento de la muerte no hay filmación. Además, su madre se entera 
de que murió antes de que se lo comuniquen en forma oficial. Al día siguiente, la Directora del 
establecimiento comparece ante la Jueza y se notifica por escrito de que debe tomar medidas especiales con 
relación a la protección de Mauro Bozzatta, pero no le comunica a la señora Jueza que luego se entera por la 
prensa de que el señor Mauro Bozzatta había fallecido el día anterior. Nada de eso le es comunicado. Resulta 
que, cuando empezamos a indagar, vemos que el señor Mauro Bozzatta estaba en una habitación donde se los 
penaba, en el tercer piso, y quien, a la postre, fue procesado por el Juez por asesinato y que estaba en el 


Centro Nacional de Rehabilitación se le preguntó expresamente para tener conocimiento teniendo 
antecedentes de homicidio, que es el señor Walter Gómez, estaba en la habitación de al lado de la guardia. 
Estaba en la habitación de al lado de la guardia y, sobre quien se había pedido protección especial, estaba en 
la habitación de castigados y se le había suspendido la visita familiar y la conyugal. ¡Esto es el Reino del 
Revés! 


Acá de lo que se trata, tres meses después, es de saber qué fue lo que pasó allí y por qué razón nosotros 
desviamos el punto de atención y nos sentamos a discutir otras cosas que no tienen que ver con la esencia de 
la defensa de los derechos humanos. Acá hay un joven, con tres hijos, que falleció, que estaba a punto de 
salir, y que había estado en el Centro Nacional de Rehabilitación, pero nosotros estamos discutiendo si la 
Jueza y la Fiscal preguntaron y en qué tono lo hicieron. Pero resulta que toda la denuncia la hicieron a 
posteriori y no en el momento del interrogatorio en el Juzgado. ¡Es todo muy llamativo! Creo que esto da 
para muchísimo más y me parece importante saber por dónde está andando el Ministerio, si es consciente de 
todos estos temas y si ha tomado conocimiento de todas estas denuncias que han salido publicadas en la 
prensa según asiente el señor Ministro, está en conocimiento de que se ha solicitado el procesamiento de 
algunos de los actuantes. No sé si ha sucedido algo desde hace tres meses hasta acá, luego de la muerte de un 
joven. Quisiera sabe si el Ministerio del Interior ha hecho algo. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Voy a ser muy breve, porque lo que establecemos con respecto 
a la actuación de un Magistrado y de una Fiscal está en el documento que repartimos. Quería hacer 
presente la complejidad del proceso. Por eso leí el informe de la Policía Técnica, que no lo hace un 
Agente; lo hace un Oficial que, además, es el Subdirector de la Policía Técnica y que me hizo el informe 
a mí. 


Respecto a qué se hizo, esto es lo que está en discusión. La Directora del Centro Nacional de Rehabilitación, 
Diana Noy, informa que tomó las medidas de seguridad que le pidió la Jueza pero, de todas maneras, no está 
dirigiendo el CNR en este momento. No es ella. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- ¡No lo está haciendo porque ha sido removida por usted, señor 
Ministro! Está con licencia psiquiátrica. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Ella quiere reintegrarse, pero hasta que no termine el proceso, 
no lo va a hacer, más allá del momento que dejó de cumplir funciones. 


Eso terminó y sigue sin cumplir funciones. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Por lo que me dice el señor Ministro, no está más de licencia o ha 
solicitado suspender la licencia porque se quiere reintegrar. Supongo que comparecerá ante el juzgado 
que ha reclamado su presencia. Está citada a un juzgado... 


(Interrupción del señor Ministro del Interior) 
——- No conozco la fecha, pero supongo que irá. 


Ahora bien, la efectividad de las medidas que tomó la señora Directora... 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Eso es lo que no voy a responder. Nosotros aclaramos que no 
existió la recusación de un magistrado o de una fiscal. Acabo de dar elementos sobre la complejidad del 
proceso. Está en investigación, no está ejerciendo la dirección del CNR y cuanto termine el proceso 
daremos los elementos de la investigación. 


Yo quise subrayar claramente la complejidad del proceso con lo que informé y hasta que no termine el 
proceso judicial no vamos a discutir el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se agrega a la versión taquigráfica el documento aportado por el Ministerio 
del Interior. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar para que quede claro, el fallecimiento de cualquier persona y, 
en particular, de un recluso, bajo la responsabilidad directa del Estado uruguayo, concretamente, del 
Ministerio del Interior, genera enorme preocupación a la bancada de Gobierno y, además, solidaridad 
antes que nada con los familiares de la víctima. 


En segundo término, lo que nos está expresando el señor Ministro que me parece que hay que tomar 
debidamente es que el Ministerio no está para ocultar o amparar a nadie que se haya excedido en su función. 
Por tanto, una vez realizada la investigación judicial correspondiente, el Ministerio tomará los recaudos 
correspondientes. A los efectos de no entorpecer esa investigación, ha tomado el debido recaudo de que la 
persona que está sindicada no como actor directo lo imagino porque no conozco el expediente sino indirecto 
no esté ejerciendo responsabilidades. La formula no será la que algunos de los integrantes de esta Comisión 
de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración hubiéramos determinado en el caso de que 
ejerciéramos responsabilidades, pero el hecho fáctico es que no está en funciones, que es lo que importa. 


Además, el señor Ministro nos informa de la complejidad de la base fáctica, lo que no debe despreciarse 
teniendo en cuenta que se trata de una Cartera tan sensible como la del Interior. Por un lado, estamos 
exigiendo al señor Ministro y a todo su equipo que ejerza el liderazgo de una fuerza que trabaja en 
condiciones fundamentalmente en lo que hace al sistema carcelario muy complejas, muy difíciles y muy 
estresantes. Por lo tanto, hay un mínimo de respaldo que un principio de autoridad necesita. Le estamos 
pidiendo que ejerza autoridad y liderazgo; en consecuencia, allí hay un margen que no existiría si la base 
fáctica fuera distinta, si prima facie hubiera elementos en el sentido de afirmar que se ha cometido no 
solamente una falta administrativa sino hechos que indicarían la tipificación de delitos gravísimos. Como el 
señor Ministro está diciendo que la base fáctica es compleja, nosotros lo respaldamos a él y a su equipo en el 
sentido de que están manejando adecuadamente esa base fáctica. 


Por último, aquí se ha señalado que ha habido poco menos que un ataque al fiscal y al juez interviniente. 
Sinceramente, ataques eran otros, cuando por la prensa y los medios de comunicación podemos discutir 
varios casos en materia de influencia sobre el Poder Judicial se hacían campañas mediáticas desde la propia 
Secretaría de la Presidencia a los efectos de torcer y vaya si lo lograban la voluntad de los magistrados. Si acá 
el ataque es presentar una nota a la Suprema Corte de Justicia dando cuenta de informaciones de los 
funcionarios, la verdad es que deberíamos condenar al señor Ministro porque el ataque no logra el objetivo. 
Por el contrario, creo que da cuenta de un respeto claro y evidente. 


¡Lo que se dijo en el sentido de que esto es parte no ya de un ataque corporativo del Ministerio del Interior 
sino de la fuerza política en su conjunto al Poder Judicial me parece absolutamente desproporcionado! Creo 
que los casos expuestos demuestran que el Poder Judicial actúa, y está muy bien que lo haga. También 
sabemos que el proceso penal tiene serias distorsiones porque el procesamiento, que es el inicio de las 
actuaciones en materia estrictamente jurídica, no se corresponde con el elemento de condena social que 
significa el auto de procesamiento, y eso todos lo sabemos. El auto de procesamiento socialmente tiene un 
impacto que va mucho más allá de que la persona debe ser considerada inocente hasta que esté indicada la 
sentencia. Téngase en cuenta que estamos con problemas de condenas del Sistema Interamericano de 
Protección de los Derechos Humanos justamente por nuestro proceso penal. 


Pido disculpas si subí el tono; es parte del apasionamiento y no pretendo increpar a nadie sino dejar claro e 
inequívocamente fijo lo que para mí el señor Ministro ha dicho en forma también clara e inequívoca: que no 
hay ningún sentido de ocultamiento y que lo que haya que aclarar se aclarará hasta el hueso. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Quedó pendiente una respuesta al señor Diputado Iturralde 
Viñas con relación a las 384 horas de filmación. Es cierto que no está todo filmado, porque en ninguna 
cárcel se filman las celdas. Se filma el pasillo. El pasillo está entre las 384 horas de filmación, no la 
celda. Quería hacer esta aclaración. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Tengo entendido que sí están filmadas algunas celdas. 
Además, cuando comienza todo este episodio, el día 26 de agosto sigue el 27 y 28 de agosto, está filmada la 


paliza al señor Bozzatta, está filmado cuando le pegan con un fierro y está probado quién es el que le pega la 
paliza que casi le cuesta la vida. 


Quiero decir que me parece importante aclarar algunos aspectos. 


En primer lugar, respondiendo a algunas expresiones que señaló mi amigo, el señor Diputado Michelini 
descuento el respeto y la convicción de sus dichos, quiero discrepar con su enfoque. Me parece muy 
importante la solidaridad que manifiesta, como legislador de la fuerza política mayoritaria, con la familia del 
señor Bozzatta, pero quiero decir que la psicóloga Diana Noy está siendo defendida por una conocida 
abogada del medio que el día 27 de agosto, así como los días 28, 29 y 39 de agosto, fue intimada a dar 
protección a un joven de poco más de veinte años y que fue muerto sin que se le hubiera dado protección, la 
primera medida que adoptó fue realizar una reunión con la bancada de Senadores del Frente Amplio, a la que 
puso en conocimiento de a quién estaba defendiendo y de cuáles eran los hechos, y la bancada de Senadores 
del Frente Amplio según se dice en la prensa, y no he escuchado ningún desmentido creó una Comisión de 
seguimiento de la acción judicial con relación a esta persona. Por consiguiente, si no es una presión sobre los 
Jueces y los Fiscales señalar que se va a hacer un seguimiento, porque están investigando un tema, por parte 
de una fuerza política que cuenta con la mayoría de ambas Cámaras, no sé cómo sigue. 


De todos modos, en base a las palabras del señor Ministro del Interior con relación a que no nos dará mayor 
información hasta que culminen las investigaciones y termine el proceso judicial, creo que esto carece de 
sentido, porque podría decir que el 26 de agosto fue encontrado un chip del señor Mauro Bozzatta y le dieron 
una primera paliza, que figura en la filmación, entre el segundo y tercer piso; podría decir que le pegaron al 
día siguiente, mientras dormía, con un fierro; podría decir que la Jueza y la Fiscal no tenían conocimiento de 
muchísimos de los hechos y fueron descubriéndolos a medida de que se metían en la investigación, y una 
serie de cosas más, pero nada de esto me será confirmado. Con relación a la pericia de la muerte, podríamos 
hablar sobre cómo se hace para vencer la ley de gravedad, ya que el muerto queda con unas ojotas puestas y 
con una bermuda que le queda grande, sin que se les caigan luego de colgarse. Hay una serie de episodios 
que creo que deben continuar investigándose. En los informes está todo, pero si una de las partes nos dice 
que no nos va a dar información no puedo decir nada al respecto. 


Sí puedo señalar que tres meses después de la muerte de un recluso de poco más de veinte años no hay 
ninguna medida concreta. Lo concreto es que hay una señora que no se presenta a la Justicia porque dice que 
tiene problemas psiquiátricos, estrés, y el señor Ministro, contradiciendo eso, nos indica que ella se quiere 
reintegrar a trabajar. 


Por consiguiente, corresponderá esperar que culminen las actuaciones. Luego se podrá investigar más este 
tema, porque reitero este no es un problema de cárceles sino de derechos humanos. ¿Qué garantías tenemos 
los ciudadanos? ¿Qué es lo importante? Si un Juez y un Fiscal, eventualmente, nos hablan en un tono alto, 
hay que ir urgente a denunciarlo a la Suprema Corte de Justicia, al Ministerio de Educación y Cultura, pero 
demoramos tres meses en averiguar qué pasó con la muerte de un muchacho de poco más de veinte años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me indican que el documento que se ha aportado por parte de la Secretaría 
del Ministerio del Interior no está completo. Solicitamos que se nos haga llegar completo luego a los 
efectos de incorporarlo al Acta. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Faltan renglones de la resolución de la Suprema Corte de Justicia. 
SEÑOR PRESIDENTE.- También falta algo más. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer término, creo que hay una expresa decisión del Ministerio del 
Interior de investigar y de aclarar los hechos. 


En segundo lugar, hay una expresa decisión del Ministerio del Interior de colaborar con el Poder Judicial. 


En tercer término, me parece que no corresponde exponer aquí si la bancada de Senadores del oficialismo 
está presionando o no al Poder Judicial. Como no corresponde, desde mi punto de vista, lo dejaré fuera de la 
versión taquigráfica. Además, quiero recordar que sobre Jueces y Fiscales el Poder Legislativo ha hecho 
muchos controles. Recuerdo que el entonces señor Senador Santoro hacía intervenciones explícitas y largas 
sobre actuaciones de Jueces y Fiscales, y nadie pensaba que era una intromisión indebida al Poder Judicial. 


Me parece que el último abordaje que hizo el señor Diputado Iturralde Viñas con respecto a este tema es el de 
esperar, lo que me parece muy bien, porque creo que no está planteando que la Cámara de Representantes 
investigue estos hechos; ya hay investigación a nivel administrativo y hay investigación a nivel del Poder 
Judicial. En lo que a mí respecta, si encontráramos espacios para intentar obstruir la Justicia o para construir 
escenarios de impunidad, el señor Diputado Iturralde Viñas me va a tener primero acompañándolo, porque 
impunidades no son solo las de ayer sino también son, muchas veces, las que se construyen en el presente. En 
ese caso, estaré en primer lugar junto con el señor Diputado Iturralde Viñas para dilucidar e identificar dónde 
están las responsabilidades. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- No sé si corresponderá dejar fuera de la versión taquigráfica las 
palabras que expresé con relación a la presión que siento que la bancada de Senadores del Frente 
Amplio está haciendo, pero lo vuelvo a afirmar. Si corresponde que no figuren en la versión 
taquigráfica, que no figuren, aunque yo creo que sí deben figurar. De todos modos, voy a hacer 
declaraciones a la prensa señalando ese punto, porque entiendo que se está presionando a la Justicia. 


El señor Ministro nos dice ahora que no nos va a dar más información. Pido que, en virtud de que está 
resuelto por la Suprema Corte de Justicia que no corresponde la recusación de la señora Jueza, tampoco se 
haga presiones sobre la Justicia, que no se siga adelante. 


SEÑOR MICHELINI.- Lo que expresé fue utilizando un término coloquial. No soy yo quien decide lo 
que se borra de la versión taquigráfica; es la Comisión la que lo determina, y no hice un planteo formal 
al respecto. Dije que, en lo personal, iba a asumir como si no estuviesen esas declaraciones. Por 
supuesto, el señor Diputado Iturralde Viñas puede hablar a la prensa al respecto; no me pide permiso 
para ello. 


Lo que no creo que conste en la versión taquigráfica es que se demuestre en forma indubitable que haya una 
presión al Poder Judicial. Me parece que, sinceramente, es una afirmación desproporcionada. De la 
comparecencia del señor Ministro no se desprende que ello suceda. Si queremos colaborar, si en agosto 
firmamos documentos de entendimiento nacional para la construcción de una política pública, no parece 
razonable que tres meses después, con la inminencia de una Asamblea General que, supuestamente, va por el 
camino del entendimiento directo con el señor Presidente de la República, se esté diciendo que hay un Poder 
Ejecutivo que está presionando al Poder Judicial. Por supuesto que el tema es opinable, pero, sinceramente, 
me parece absolutamente desproporcionado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia deja constancia de que hay total libertad de expresión; lo 
único que hace es conceder el uso de la palabra a los señores Diputados que, de acuerdo con el 
Reglamento, se podrán expresar. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Quiero decir que si el tono ha sido demasiado acalorado, es mi estilo y 
no ha sido, en ningún caso, con ánimo de ofender. He intentado ser respetuoso y las diferencias que 
planteo no son personales sino políticas. 


Entiendo que acá hay un Poder Judicial que, si no nos cuidamos de salvaguardar su autonomía, su 
independencia, su accionar desde todo punto de vista, le hacemos mal al país y al Estado de derecho. Creo 
que debemos dejar actuar libremente a las instituciones de este país, y no es la mejor manera de hacerlo 
presentando denuncias mientras están en trámite. Durante ese lapso, las denuncias se presentan en el 
expediente. Ahí se dicen las cosas. No se concurre personalmente a llevar una denuncia a la Suprema Corte 
de Justicia. No se concurre a llevar una denuncia al Ministerio de Educación y Cultura para que llame al 
Fiscal actuante y le solicite explicaciones. Todo eso da señales de que no es conveniente meterse en 
determinadas investigaciones. No creo que eso sea bueno, y por esa razón estoy llamando al señor Ministro, 
porque pienso que nos vamos a poner de acuerdo. Yo no digo que el señor Ministro y la fuerza política que él 
representa lo haga con ese ánimo. Lo que estoy señalando es una patología del sistema, que ha sucedido en 
determinado caso y no quiero que vuelva a suceder. Por eso estoy planteando este tema. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Insisto en que no acusamos a nadie. Nosotros tuvimos un 
planteo de cuatro funcionarios con respecto a lo que había pasado. El Ministerio no interfiere en la 


investigación, no denuncia, pero tampoco puede guardarse algo que se le señala, que no lo produce el 
Ministerio sino que viene de afuera. Se comunica que eso pasó, nada más. 


Todos sabemos redactar un comunicado, una denuncia o una información. Esto tiene el carácter más objetivo 
posible. Se recibieron tales planteamientos y se los extiende para que se haga lo que se considere pertinente. 
No se dice una palabra de qué debe ser lo pertinente. Lo que consideró pertinente la Suprema Corte de 
Justicia fue que teníamos que haber hecho ese planteo cuando nos preguntaran si teníamos algo más que 
agregar. 


Tratamos de mostrar lo complejo de la situación mediante un informe de la Técnica que no sé si es correcto. 
Allí se establece un extremo, y hay otro extremo. Veremos qué es lo que sucede. 


Además, hay una investigación del Ministerio. Yo no sugiero cómo se hace la investigación. Eso lo hacen los 
que están investigando. Yo no me meto en la investigación. Me informan de ella y me dan sus resultados, 
pero no está terminada. Por tanto, los resultados que tengo son parciales. Nuestro criterio es no hablar de esa 
investigación hasta que no termine el proceso judicial. 


Hubo una licencia, esa licencia terminó, hay una concurrencia al Juzgado y una intención de reintegrarse 
planteada por separado al Director y a quien habla. Los dos, por separado, dijimos que hasta que no terminara 
el proceso no íbamos a tomar resolución, pero tampoco la de acceder al reintegro. Veremos qué sucede. 


Insisto en que los interiores de las celdas no se filman. Las cámaras que están dispuestas para nuevas cárceles 
no incluyen la filmación del interior de la celda; sí de los pasillos y de los espacios comunes. Muchas veces 
las golpizas se producen en los espacios comunes y no en el interior de las celdas. 


SEÑOR CARRERA.- Vamos a volver a acercarles la comunicación de la Suprema Corte de Justicia. Es 
claro que lo que hizo el Ministerio del Interior fue poner el hecho en conocimiento de las autoridades. 
Así fue establecido en el expediente. Nosotros no recusamos. Eso fue lo que explicó claramente el señor 
Ministro. 


Por otra parte, consideramos que es correcto desde el punto de vista administrativo que si recibimos esto lo 
pongamos en conocimiento de la Suprema Corte de Justicia y del Ministerio de Educación y Cultura. 


El señor Diputado, al pasar, puso en tela de juicio los informes de los policías, diciendo que el informe de los 
médicos son médicos, pero que el de los policías son de un agente, un cabo, un oficial, etcétera. Los policías 
que trabajan en la Técnica son profesionales. Hacen un curso de especialización. Esa es su profesión, su 
estilo de vida, con lo que ganan su sustento. El Inspector Arias es el Director del Centro de Comando 
Unificado y puede certificar que no se filman las celdas; se filman únicamente los espacios comunes. Es así. 
La golpiza a la que hizo referencia el señor Diputado fue en un espacio común, porque las celdas no se 
filman. Se lo puede decir él, que es el profesional que está al frente del Centro de Comando Unificado. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- No quiero insistir con el tema de la filmación de las celdas. Si usted 
dice que no se filman, no se filmarán. Yo tenía entendido que hay filmación de cuando se le pega en una 
celda a la persona que luego fallece. 


Lo que quiero aclarar es que, en los sistemas de investigación en los que yo creo, el agente investigador es 
exógamo y no endógamo. Les voy a decir cómo funcionaban en Melo los sistemas cuando yo era chico, en la 
época de la dictadura. Era el médico del cuartel quien nos aseguraba que no había torturas, que no se 
vulneraban los derechos de los ciudadanos. Eso era lo que pasaba. No son garantía de nada quienes están 
sometidos a jerarquía adentro de un mismo Cuerpo, sino que la garantía está dada por quien viene de otro 
lado, de un Poder independiente, ajeno, desde el cual se analiza con objetividad y no sometido a jerarquía. No 
tengo ninguna razón para desconfiar del agente, del sargento ni del oficial. Lo que digo es que hay personas 
idóneas en quienes nosotros delegamos la competencia para juzgar y que son los peritos que dan garantía 
ante la Justicia. Son los peritos de la Justicia quienes con objetividad e independencia nos dicen lo que debe 
suceder. Veremos cuáles son los hechos y, en definitiva, en qué queda esto. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Habría que comunicarlo a los señores Jueces, porque son estos 
quienes llaman a la Técnica para que investigue lo que sucede en las cárceles, en un banco o en un 
barrio. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- De la documentación que nos proporcionó el Ministerio vemos que, 
concretamente, se denuncia al Juez y al Fiscal interviniente en el caso. Hubiese sido preferible que se 
hiciera una recusación, porque no es un medio de presión. La recusación es un procedimiento que está 
especificamente establecido en la ley con causales y habilita a que se desarrolle un proceso con la 
imparcialidad y la objetividad correspondiente. 


Cuando el Ministerio hace suyas las denuncias, las traslada en calidad de denunciante no solo a la Suprema 
Corte de Justicia sino también al Ministerio de Educación y Cultura. La Suprema Corte de Justicia lo toma y 
notifica al Ministerio, que pone en conocimiento las denuncias. Las carátulas del expediente tienen la virtud 
de la abreviación: el Ministerio hace suyas las denuncias porque, de no haberlo hecho, esas denuncias no se 
hubieran viabilizado. Además, esas denuncias llevan a la presión tanto al Juez como al Fiscal por cuanto 
pueden dar lugar no solo a la investigación administrativa que se dispuso como se notifica acá al Ministerio- 
sino también a la remoción y al apartamiento del caso del Fiscal y del Juez correspondiente. 


Tomamos esta información y la vamos a evaluar. De todos modos, si se consideraba que había alguna causal 
debería haberse hecho una recusación. Eso no se hizo y se fue a la vía de la denuncia, lo que genera una 
situación completamente distinta y más de presión que una recusación. 


SEÑOR BAYARDI.- Acá se comenzó diciendo que había habido una recusación, pero no la hubo. Yo 
tengo una interpretación distinta a la del señor Diputado Cersósimo en cuanto a qué es más grave, una 
recusación o una denuncia. Esta es una apreciación subjetiva. En realidad, lo que se puso en 
conocimiento de las autoridades de cada uno de los ámbitos de jerarquía, tanto de la Jueza como de la 
Fiscal, fue lo que llegó a manos de las autoridades del Ministerio. Creo que, en esta etapa, esto no daría 
para más 


Lo que hay en el fondo es grave. Reitero: que se haya muerto una persona en el CNR es muy grave. Creo que 
esto deberá dilucidarlo el Juez, porque es quien tiene en este momento la situación causal y procesal. 


Con respecto al tema de la bancada de Senadores algo que mencionó el señor Diputado Michelini, debo 
aclarar que recibió a la señora abogada. Tengo entendido que fue acompañada por una señora Senadora, 
porque yo entré a la reunión en el momento en que salían. Se decidió seguir en el tema y se nombró a un 
señor Senador para analizar la situación. No se hizo ningún pronunciamiento respecto de la información que 
se recibió. De todas formas, si los Jueces en este país se dejan presionar por eso, "quedan pocos Jueces en 
Berlín". No creo que los Jueces en este país menos conociendo a los actuantes se dejen intimidar o puedan 
cambiar por esto. 


Considero de recibo la preocupación manifestada por el señor Diputado Iturralde Viñas, así como las 
expresiones formuladas por el Ministerio en cuanto a que en esta etapa no se va a avanzar en la información. 
Todos sabemos que en el marco de la Justicia Penal que no es lo mismo que la Justicia Administrativa, las 
resoluciones que se puedan tomar en vía administrativa podrían llegar a generar no quiere decir que 
condicionen el accionar de la instancia jurisdiccional. Si se hallara responsables de omisiones que deberían 
haberse cumplido no en la etapa del delito de fondo, eso podría dar lugar a sanciones administrativas y 
condicionaría los grados de libertad de la Justicia. 


Creo que la situación es lo suficientemente grave como para que extrememos esta es una solicitud que hago, 
y descarto que va a ser así las instancias administrativas y de investigaciones internas al respecto. Todos 
compartimos la gravedad de lo sucedido a este ciudadano que estaba en situación de libertad ambulatoria 
restringida por sentencia jurisdiccional. Por lo tanto, pido que, sea cual sea el mecanismo interno en el 
Ministerio, se agote esta instancia procesal interna con la mayor convicción posible para arribar en vía 
administrativa a las eventuales responsabilidades que, de existir, pudieran identificarse. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Lo que se hace me resulta muy parecido a una presión, aunque no 
quiere decir que la presión se logre. Yo digo que se intenta presionar. Me parece que una recusación, 


por más que no haya sido hecha por el Ministerio del Interior, algo que hace una defensora de la 
persona implicada y que va a comunicar a la bancada mayoritaria que está decidiendo el seguimiento, 
es muy parecido a un contralor por parte del Gobierno. Digo esto porque vimos en algunos medios de 
prensa que ciertos señores Diputados, no hace mucho tiempo, dijeron que los señores Jueces se 
cuidaran de lo que hacían y decían porque ellos votaban sus ascensos. Por consiguiente, me parece que 
esto no es implícito; es expreso muchísimas veces. 


SEÑOR BAYARDI.- Lo que se pone en manos de las autoridades del Ministerio, si es cierto, es muy 
grave. Si al señor Diputado Iturralde Viñas o a mí con fueros nos convocan para eso, saltamos al otro 
lado del mostrador. Quizá sin fueros también lo haríamos. Si me llegan a decir eso en una audiencia en 
la que voy como testigo, y es cierto, salto para el otro lado del mostrador, con fueros o sin ellos. 


Aclaro al Ministerio que se cometió un error al traer el acta a medio fotocopiar, ya que el fallo de la Suprema 
Corte de Justicia, que es importante, está inconcluso. Supongo que se dispone allí la realización de una 
investigación administrativa. De todos modos, nos falta saber qué hizo el Ministerio del Interior con respecto 
a las explicaciones del Ministerio de Educación y Cultura. Acá hay otro tema y hay que llegar a alguna 
conclusión. 


Si nada de esto sucedió en la Sede cuando fue convocado el personal policial, debería aplicarse una durísima 
sanción administrativa por vía del Ministerio del Interior por haber faltado a la verdad. Pero estas son las 
cosas que están implicadas en lo que hoy se está analizando, más allá de que el tema de fondo es la muerte de 
este ciudadano. Dejemos de lado la muerte de este ciudadano para que se siga investigando en la Justicia 
Penal, y para que por vía administrativa se profundice, tanto en este tema de la muerte como en lo que se 
denuncia a nivel de la Suprema Corte de Justicia y de lo que haya hecho el Ministerio de Educación y 
Cultura, que no sé qué puede haber hecho al respecto. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- No quería intervenir más; solamente hacer una aclaración, 
inclusive fuera de este tema. 


Hace poco fue procesado un policía porque mató a alguien en lo que, a nuestro juicio, fue un enfrentamiento 
y, a juicio de la Jueza, un disparo por la espalda. 


Con el Inspector Guarteche fuimos a hablar con la Suprema Corte de Justicia, yo también hablé con la 
Asociación de Magistrados del Uruguay y con el CEJU, y planteamos que, a nuestro juicio, era equivocado, 
que no tenían dimensión de lo que es un enfrentamiento. También dimos una serie de explicaciones que 
pueden ser entendidas mucho más como presión que esto, porque esto es solamente poner en conocimiento 
de una situación; nosotros ahí cuestionamos la comprensión que tienen de un enfrentamiento, de qué es un 
tiro por la espalda y qué no lo es. Los Jueces de la Suprema Corte de Justicia nos avalaron en el derecho a 
defender a un funcionario que entendíamos estaba cumpliendo estrictamente con su deber. Lo mismo hizo la 
Asociación de Magistrados del Uruguay y el CEJU y en ese caso sí cuestionamos lo que se estaba haciendo. 


En este caso, lo que hicimos es lo mismo. Si como autoridades del Ministerio nos plantean lo que a juicio del 
funcionario es una irregularidad y nosotros nos lo callamos, no estamos cumpliendo con la defensa del 
funcionario que fue como testigo. Entonces lo que hicimos fue, por lo menos, comunicar lo que a nosotros 
nos comunicaban. Insisto: sabemos utilizar los adjetivos; sabemos diferenciar "denunciar" de "poner en 
conocimiento", lo que para nada es lo mismo. Nosotros no ponemos en conocimiento una denuncia nuestra 
sino que directamente denunciamos. Si vamos a poner en conocimiento, vamos a poner en conocimiento; si 
vamos a recusar, vamos a recusar, y si vamos a cuestionar, vamos a cuestionar. Sabemos utilizar las palabras. 
Entonces, cuando pusimos eso, estrictamente poníamos en conocimiento de algo que sí nos denunciaban a 
nosotros, pero que lo poníamos en conocimiento de la Suprema Corte de Justicia. 


Digo esto porque a veces se puede ser amplio cuando uno toma determinadas medidas, por ejemplo con lo 
que decía anteriormente, y no ser tan amplio con lo que digo ahora. Sin embargo, es lo mismo. Nosotros 
tenemos la obligación, por lo menos, de tener en cuenta lo que nos dicen, y la obligación, cuando se produce 
un error, de señalarlo más allá de que, como en el caso del procesamiento, lo aceptamos como hecho y 
apelamos. Creemos que la apelación demuestra lo que nosotros decíamos: no fue un disparo por la espalda 
sino un enfrentamiento, por la ampliación de una agravación. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Indudablemente, tenemos en claro que lo más importante es el hecho de la 
muerte, el dolor de las víctimas y la necesidad de que esto se investigue a través de un procedimiento 
breve y objetivo. 


Con respecto a la recusación, entendemos por lo que se nos explicó que no existía razón o causal alguna para 
recusar al Juez y al Fiscal. Por eso no se hizo. Voy a partir de la base de que el Ministerio del Interior, nada 
menos, no desconoce los mecanismos para funcionar en un procedimiento de instancia penal; tiene 
suficientes asesores y capacidad para actuar en ese sentido. Se optó por la denuncia. Y poner en conocimiento 
denuncias es denunciar, señor Ministro. Poner en conocimiento una denuncia es denunciar; hacer suya la 
denuncia. No hay otra interpretación en ese sentido porque, de lo contrario, no tendría ningún sentido poner 
en conocimiento una o varias denuncias 


Queremos dejar la constancia de que se optó por la vía de la denuncia, que es lo erróneo y lo más grave. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el cuarto punto del orden del día, que refiere al manejo 
de datos estadísticos por parte de esa Secretaría de Estado. 


SEÑOR GARCÍA.- Como es notorio, este fue un tema que hace ya unos cuantos días tuvo una 
repercusión pública muy importante en virtud de que, a partir de la divulgación de datos acerca de las 
estadísticas en materia de delitos y criminalidad que hizo el Ministerio del Interior, renunció el 
Director del Observatorio Nacional de Violencia y Criminalidad, el sociólogo Paternain. 


A partir de esa divulgación y de esa renuncia se generó un debate público, por lo que nos parecía oportuno 
que el señor Ministro compareciera a la brevedad esto ocurrió hace muchos días, pero esta es la oportunidad 
que tenemos porque, en definitiva, lo que está en el fondo de este debate es la seguridad pública, no 
meramente la corrección o incorrección de cifras o el manejo de las mismas, sino lo que las cifras en sí 
mismas revelan cuando se manejan acertada o desacertadamente. 


Nos preocupó mucho este tema así como los datos que se revelaron, que dábamos por buenos porque nunca 
habían sido cuestionados los del Observatorio Nacional de Violencia y Criminalidad del Ministerio del 
Interior en el Poder Legislativo los datos que este divulgaba frecuentemente eran utilizados por todos los 
partidos políticos por su confiabilidad; tanto es así que en diferentes comparecencias de Ministros sobre todo 
de anteriores Secretarios de Estado; no del actual, porque no ha habido oportunidad para ello, sus datos eran 
utilizados para hacer el seguimiento de las políticas de seguridad pública. Una característica que en Uruguay, 
por suerte, es muy destacada es la credibilidad y confiabilidad de los datos emitidos por los organismos 
públicos. 


Yo creo que a partir de lo que sucedió, los datos del Ministerio del Interior han perdido credibilidad. Lo digo 
con profundo dolor porque creo que son los reductos de la Administración Pública donde todos los partidos 
políticos habían construido grados de confiabilidad y credibilidad que le hacían bien al país, no a los partidos 
políticos, independientemente de quién ejerza el Gobierno. Por eso la seriedad y gravedad del tema que 
estamos planteando. 


Sobre esos datos, tengo sobre la mesa una vastísima recolección de prensa, pero voy a utilizar la última 
edición del semanario "Voces" antes llamado "Voces del Frente", que leo frecuentemente porque me parece 
excelente. 


(Diálogos) 


——- Voy a recurrir a esa edición porque por ser la última tiene la doble característica de ser, quizás, la más 
meditada, la que dedica más tiempo después de los episodios, la que hace que la información sedimente más. 
Por eso tiene una importancia singular, pero aparte por el medio en que está escrito. 


Allí, el licenciado Paternain relata todo lo ocurrido el 25 de octubre, y agrega: "[... Jcuando me entero de los 

datos que habían presentado a la opinión pública, yo reconozco que tenía muchísimas discrepancias sobre el 
contenido y su forma de presentación, eran datos que no eran del Observatorio, que no habían sido avalados 
por el Observatorio. Por lo tanto, el Observatorio había sido desautorizado en ese proceso de construcción, y 


los datos contenían una cantidad de problemas y errores técnicos y de interpretación que a mi juicio, 
comprometían el prestigio que se había construido en estos años". 


Creo que hubo un manejo absolutamente incorrecto de la cifra que dio el señor Ministro. Me dediqué a leer la 
versión oficial que luce en la página de la Presidencia de la República, que adopto como una versión valedera 
para quienes estamos aquí y para el Ministro porque fue quien profirió las cifras y luego Presidencia las 
divulgó. Hasta hace pocas horas, estaban "colgadas" allí porque, precisamente, Presidencia de la República 
tiene una página web que actualiza todos los días, pero sobre algunos temas mantiene "colgadas" las 
conferencias; me refiero, por ejemplo, al ciclo de conferencias que motivó esta presencia del señor Ministro. 
En el día de ayer lucía la del señor Ministro Brenta. La página, aparte de la grabación en video y audio de lo 
que se dice, tiene un resumen, que es lo más recomendable para manejar hoy acá. Dice: "Ministro Bonomi en 
Torre Ejecutiva.- Datos y recomendaciones de seguridad". La página expresa: "Bonomi detalló que, en 
comparación con 2008, y en términos globales, los delitos a la fecha han disminuido. No obstante indicó, que 
las rapiñas subieron; 'y ese es el que actualmente nos preocupa'. Los homicidios bajaron, situándose en 94 
anuales. Añadió que las lesiones, los copamientos, los hurtos y los arrebatos también disminuyeron". 


Yo digo que esto que dice el señor Ministro no es así. Y no es así porque lo diga el legislador García; no es 
así porque la gráfica que mostró el señor Bonomi ese mismo día que también está en la página de Presidencia 
muestra cosas totalmente diferentes a las que dijo. En la página de Presidencia estaba "colgado" lo que acabo 
de leer y las gráficas. El señor Ministro señalaba recién que los datos con respecto a 2008 habían bajado. Yo 
digo que los datos con respecto al año 2009, por ejemplo de delitos en general gráfica que tengo en mi mano 
derecha, aumentaron; de 65.987 pasaron a 67.248. Creo que el Ministro mintió. No lo digo yo; es lo que dice 
Presidencia de la República. Por lo tanto, los delitos no disminuyeron. La comparación se hizo con 2008, 
debiéndose haber hecho con 2009. 


Además, el señor Ministro agregó que el único delito que aumentó fueron las rapiñas. Tampoco es así, según 
los datos que divulgó el Ministro. En la página de Presidencia lucen las gráficas y dice que en 2010 hubo 
cuarenta delitos de copamiento y en 2009, veintinueve; que en 2010 hubo 39.295 delitos de hurto y en 2009, 
39.137. También hubo un aumento. Sobre este último dato, el sociólogo Paternain agrega algo que es 
interesante. Dice: "Yo creo que esto ameritaba una explicación técnica, política, policial. Los hurtos crecieron 
un 3% que es un porcentaje muy significativo porque los hurtos son muchos. Si el copamiento me sube un 
100% no es significativo porque los copamientos son pocos". 


Es decir que este dato también aumentó y no esta incluido en lo que el Ministro Bonomi dijo en la 
conferencia de prensa. 


Reitero que esto está en la página web de Presidencia; es lo que divulgó el señor Ministro. Después, habló en 
la prensa y fue coherente porque dijo exactamente lo mismo. 


Tengo la versión de una larga entrevista que le hizo el periodista Joel Rosenberg, en la que alerta sobre estas 
cosas y el Ministro insiste con la versión contraria. El periodista le dice: "Yo entiendo que usted realiza varias 
comparaciones. Nosotros no entendíamos por qué con el 2008. Incluso, si usted abre la página de 
Presidencia, toman esa lectura que le digo [...]". Todos los delitos bajaron, menos la rapiña", dice el Ministro 
Bonomi. No es así. Me podrá decir que las gráficas también las leyó, pero esta entrevista fue hecha después 


de eso. Y usted vuelve a la versión de que disminuyeron. 


Este es un tema muy serio. Esto quita credibilidad a algo muy importante que todos los partidos políticos 
habíamos depositado: la confiabilidad de los datos estadísticos que divulgaba el Observatorio, que eran 
utilizados por todos para poder hacer un seguimiento cabal de las políticas de seguridad pública. Creo que es 
un error manipular estos datos. Esto afecta a todos los partidos políticos. Este es el motivo de la convocatoria. 
Queremos tener una explicación. 


Quiero agregar una última cosa. El sociólogo Paternain dice 


———- pregunta que yo también me hago: no sé por qué usó una información y descartó otra. Esto es 
manipular datos: utilizar unos, dejar otros, manejarlos. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Me parece incorrecto tomar como base el resumen que hace 
Presidencia. Nosotros hicimos nuestro resumen y no es ese exactamente. 


En primer lugar, no hicimos una conferencia de prensa para divulgar los datos del Observatorio ni de ninguna 
oficina. Muchas veces se hicieron conferencias de prensa para brindar los datos del Observatorio. Nosotros 
no hicimos eso. Hicimos una introducción con tres temas: las medidas que estábamos tomando desde el 
punto de vista de la seguridad, los problemas en las cárceles y, a nuestro juicio, el problema más grave que 
nos llevaba a tomar medidas, las rapiñas. Si los hurtos son muchos, las rapiñas son enormemente 
significativas; el aumento de las rapiñas es muy significativo. 


En esa introducción, usamos cifras para ilustrar lo que veníamos diciendo, no para decir: "Estas son las 
cifras". No era el objetivo. Primero, hablé yo. En segundo lugar, habló el Director General de Secretaría para 
explicar el presupuesto. En tercer término, habló el Director de la Policía para fundamentar algunos aspectos 
técnicos de lo que estábamos diciendo. Nosotros queríamos poner de relieve la importancia de las rapiñas y la 
importancia de la participación de menores al realizar delitos. Ese es el único elemento que tiene una 
diferencia con el Observatorio; lo otro, no la tiene. 


En cuanto a las rapiñas, el Observatorio plantea que crecieron el 27,7% con respecto a 2009, no a 2008. 
Nosotros afirmamos, que crecieron el 28,27% con respecto a 2009, no a 2008. Es decir, en nuestra opinión 
aumentó un 0,57% con respecto a lo que decía el Observatorio. Pero, ¿por qué? Porque el Observatorio no 
tiene cifras propias; no produce cifras. La que produce cifras es la Oficina Central de Información Táctica la 
cual trasmite, día a día, lo que va sucediendo, y el Observatorio cierra su procesamiento de la cifra a mes 
vencido. El Observatorio informó sobre las rapiñas hasta el 30 de setiembre y nosotros informamos hasta el 
20 de octubre. Por eso, ese crecimiento del 0,57%. Yo leí las cifras, así que lo que figura ahí no es porque lo 
haya agregado Presidencia; lo que agrega Presidencia es el resumen, no nosotros. 


Nosotros comparamos las cifras de 2009 con las de 2008 y las de 2010 con las de 2009. Dije qué delitos 
bajaron, cuáles quedaron más o menos igual y en cuáles hubo un aumento muy significativo: rapiñas. Ese fue 
el aumento más significativo. 


Otra diferencia con los datos suministrados por el Observatorio fue que nosotros le pedimos que desglosara 
las rapiñas y nos respondió que no podía hacerlo. Entonces, la Oficina Central de Información Táctica hizo 
un desglose sobre la base de las mismas cifras, no de otras. ¿Cuántas rapiñas se hicieron para robar menos de 
$ 2.000? Creo que algo más del 50%. ¿Cuántas rapiñas se hicieron para robar menos de $ 8.000? 88%. 
¿Cuántas rapiñas se hicieron para robar más de $ 60.000? 2,5%. ¿Cuántas se hicieron para robar a menores? 
10%. ¿Cuántas para robar a comerciantes? 17%. ¿Cuántas para robar a transeúntes? Arriba del 55%. Ese 
desglose no lo hizo el Observatorio sino la Oficina Central de Información Táctica. Pero eso no contradice 
los datos del Observatorio. Sobre los mismos datos hay un desglose hecho por otro organismo, que es el que 
produce la cifra que luego utilizará el Observatorio porque, reitero, no tiene cifras propias. 


También aclaramos que para determinar la estrategia a llevar adelante, las cifras no nos dicen mucho. Es 
cierto que con respecto a 2009 no a 2008, los homicidios disminuyeron, según el período tomado. Ahora 
bien, ¿qué nos dice eso, si no podemos analizar de qué tipo de homicidio estamos hablando, dónde, cuándo y 
cómo ocurrió? Hay una cantidad de homicidios que se producen en cárceles, por ajustes de cuenta entre 
narcotraficantes y gente vinculada al delito organizado. Existe una cantidad de homicidios que se producen 
por violencia doméstica, los cuales crecieron. Y también hay homicidios vinculados con delitos contra la 
propiedad. Esa cifra de noventa y cuatro homicidios en el período no nos dice nada si no tenemos en cuenta, 
según dijo un periodista en la misma conferencia de prensa, que el 36% de ellos fueron por violencia 
doméstica. ¿Cuántos fueron delitos vinculados contra la propiedad? Desde el punto de vista estratégico no 
nos dice nada si no lo desglosamos. ¿Qué quiero decir con esto? Ya lo dijimos, no es que hayamos hablado de 
eso porque sí. ¿Cuántas de esas rapiñas fueron planificadas previamente, en el entendido de que cuando uno 
planifica y estudia abre una puerta para que se observe esa planificación y estudio y se pueda prever? 3%. El 
resto como ya dijimos sucede aprovechando descuidos de la gente. Por lo tanto, es mucho más difícil de 
prever. Queríamos establecer eso. 


Lo que tiene verdadera contradicción con el Observatorio es la participación de menores, porque ahí hay dos 
criterios, y nosotros no compartimos el que se maneja, que es tomar la totalidad de rapiñas realizadas y sacar 
el porcentaje sobre la base de los procesamientos o internación de menores del Juez. Si se hace eso baja 
sustancialmente el porcentaje de participación de menores. Entonces, un estudio realizado por la Policía de 
Montevideo consiste en conocer cuántas rapiñas se realizaron: cuántas según denuncias, fueron hechas por 
mayores y cuántas por menores. El porcentaje manejado por la Policía es que el 46% fueron realizadas por 


menores. Y se nos dice que ese dato es impreciso porque las denuncias pueden confundir a una persona 
mayor, solo por tres meses, con un menor. Por tanto, se dice que fue un menor y, en realidad, fue un mayor. 
Es cierto. También puede ocurrir al revés. Y puede ser que eso se vuelque para el lado de la denuncia de que 
fueron más menores de los que realmente fueron. Ahí está el otro elemento, también utilizado por la Policía: 
¿cuántos en el período fueron procesados por rapiñas, por Jueces de mayores y cuántos menores fueron 
internados por rapiña por Jueces de menores? Y dimos la cifra: 555 mayores y 360 menores. Está por encima 
del 40%. Está más cerca del 46% que del 12%, como nos informa UNICEF, que sí maneja datos de 2008, 
pero como si fueran de hoy: total de delitos, total de menores internados, que no tiene nada que ver porque un 
menor puede ser internado por haber realizado ocho rapiñas. En consecuencia, no se puede comparar la cifra 
total de rapiñas con la cifra de menores o de mayores internados, porque ese porcentaje del 46% de 
participación de menores correspondía a más de ocho mil rapiñas. Y en esas ocho mil rapiñas procesaron, 
reitero, a 555 mayores y 360 menores. Con ese criterio, hubo más de 7000 rapiñas que no existieron, si 
vamos a contar solamente los procesamientos. Esa es la diferencia con el Observatorio. 


Por otra parte, y esto es lo más importante, la renuncia no se produjo por cifras; ustedes lo transformaron en 
un problema de cifras. Eso sí conduce a que se pongan en duda las cifras del Observatorio o del Ministerio, 
porque la renuncia no se produjo por eso en particular sino en general, a la Oficina de Política Institucional y 
Planificación Estratégica y, además, al Observatorio. Pero la cosa viene desde que asumimos la conducción 
del Ministerio, porque nosotros hemos planteado largamente y hemos debatido, intercambiado, discutido y 
acordado con quien dirigía la Oficina, que es el sociólogo Paternain, que la planificación estratégica del 
Ministerio no la iba a hacer una oficina, sino el Comando Político del Ministerio, que es el Ministro, el 
Subsecretario, el Director General de Secretaría, el Inspector de la Policía Nacional y el Subdirector General 
de Secretaría, quien también es policía. Entonces, en esa planificación está presente lo que opine el Estado 
Mayor Policial. 


Lo que se producía y se seguiría produciendo en todo momento, si siguiéramos por ese camino, eran dos 
planificaciones: una de laboratorio y otra de verdad. La planificación de verdad era la que realizaba la 
Policía, en total dicotomía con lo que hacía una oficina. Entonces dijimos: esto no va más; no hay 
planificación estratégica por parte de una oficina. Entonces, el sociólogo Paternain se sintió menoscabado en 
su tarea. Eso fue lo que pasó y por eso renunció; el centro de la renuncia estaba en eso y no en las cifras. 


Insisto en que la diferencia mayor de las cifras estaba en la participación de menores y nosotros discrepamos 
con la forma en cómo se llega a esas cifras; no estamos de acuerdo; disfrazan la realidad. 


Debo decir que estoy absolutamente en contra de bajar la edad de imputabilidad, pero para defender ese 
criterio no voy a disimular las cifras; tengo que partir de las cifras reales de participación de menores porque, 
de lo contrario, hago un mal diagnóstico. Si la participación de menores es tan alta para nosotros lo es, hay 
que tomar medidas. No estoy de acuerdo con bajar la edad de imputabilidad porque creo que es una medida 
equivocada que no conduce a solucionar el problema, pero considero que hay que construir un instituto que 
dé contención y que permita llevar adelante verdaderas políticas de rehabilitación. Eso es cada vez más 
importante si crece el número de menores que están delinquiendo; eso es inobjetable. Si uno dice que es el 
12% y después recorre la calle y le pregunta a alguien que fue robado quién lo hizo, este responde que era 
menor. Tengo como ejemplo a mi asesora que, en un mes, fue robada en dos oportunidades y las dos veces 
por menores. Hay otro integrante del Gobierno que está muy crítico hacia nosotros a quien le decíamos que la 
participación de menores crecía, y después tuvo robos a familiares llevados a cabo por menores. En mi barrio 
no solamente son robados los menores sino que son robados por menores. Esa es la diferencia central. 


Obviamente, haber cuestionado esto pone en duda lo que estoy diciendo, que es fundamental porque, de lo 
contrario, nos vamos a seguir engañando con las cifras, y vamos a seguir recibiendo cifras del Observatorio, 
que es en el único punto que discrepamos, porque yo dije que no produce cifras. Y es cierto: no produce 
cifras; todas las cifras las saca de la información policial menos en este punto, porque corrige la información 
policial con los procesamientos judiciales. Entonces, comparamos bananas con manzanas, porque utiliza la 
información policial del total de rapiñas o del total de procesamientos. Si quiere comparar los procesamientos 
de menores, que no los compare con el total de rapiñas sino con el procesamiento de mayores; eso le puede 
dar un porcentaje más o menos adecuado, o que los compare con las cifras de la Policía, que le va a dar otro 
porcentaje más o menos adecuado, pero uno y otro no da nada; nos están informando de esa nada, y después 
manejamos una dicotomía total con las cifras que se manejan y la realidad en la calle. Ese es el elemento de 
diferencia. 


La otra diferencia era el tiempo en que se tomó la medición: veinte días. Esa medición nos dio 0,57 más a 
nosotros que tomamos veinte días más de rapiñas. Esas son las únicas cifras diferenciales. 


Yo, en todo momento, leí las tres columnas: 2008, 2009 y 2010. Comparé 2009 con 2008 y 2010 con 2009, y 
destaqué el crecimiento de las rapiñas, porque ese es el problema. Estábamos comunicando la importancia de 
la rapiña; eso es lo que nos atormenta, nos tiene bien complicados. Eso es lo que quisimos decir: que no solo 
atormenta a la gente sino también a nosotros. También dije que los grandes delitos: homicidios y secuestros, 
grandes o chicos, fueron aclarados, tanto los del actual período como los del período anterior. 


Otro tema que se cuestionó con respecto a las cifras es el relativo a la violencia doméstica y se dijo que no lo 
fundamentamos suficientemente. Directamente no lo fundamentamos y dijimos por qué: porque mañana hay 
una presentación en la Torre Ejecutiva sobre violencia doméstica y todos los datos relativos a este tema los 
vamos a dar mañana. Entonces, reitero que no dimos ningún dato más allá de la respuesta que dimos a una 
periodista. La pregunta surgió de la periodista; nosotros no lo habíamos mencionado. Lo que dijimos fue que 
en violencia doméstica se producen homicidios, y en la pregunta de la periodista, apareció el porcentaje: 
36%. 


SEÑOR GARCÍA (don Javier).- El señor Ministro dijo que el sociólogo Paternain no renunció por el 
tema de las cifras. Si uno termina de escuchar al señor Ministro y baja de la luna, piensa que Paternain 
está totalmente de acuerdo con la conferencia de prensa que dio el Ministro. ¡Por favor, señor 
Ministro! 


De lo que yo leí de la entrevista "Voces del Frente", ¿sabe cómo se llama la pregunta que le hace el 
periodista? La pregunta es: "¿Por qué renunciaste?". Esa pregunta es parte de la respuesta que luce en lo que 
leí. Seguramente habrá otros motivos, pero el de las cifras fue. ¡Vaya que el señor Ministro nos convenza de 
que Paternain renunció de tan conforme que está con las cifras que divulgó el Ministro! 


Agrego lo que dijo Paternain en "Observa": '""[...] En la renuncia le expreso al ministro Bonomi que mi 
separación del cargo es a partir de la presentación y las declaraciones realizadas días pasados', dijo el 
sociólogo, quien aseguró que los datos dados a conocer por el secretario de Estado: 'No son el Observatorio 
ni están chequeados por nosotros.' [...]". Reitero lo que dijo Paternain: "[...] que mi separación del cargo es a 
partir de la presentación y las declaraciones realizadas días pasados [...]". 


Señor Presidente: es de una obviedad tan grande como este Palacio Legislativo. El señor Paternain se habrá 
ido por otras razones, no habrá sido la única, pero que se fue por las cifras lo dijo hasta el cansancio y ¡bueno 
fuera que nos convencieran de que no fue así! 


Ya que estamos hablando de comparaciones frutales, de si el Ministro dijo o no que las cifras, en términos 
globales, de los delitos a la fecha han disminuido eso el Ministro lo dijo, quiero decir que el Ministro dijo una 
cosa que no es cierta, porque en el año 2010 la cifra de delitos globales con respecto al año 2009 ha 
aumentado. Entonces, habrá leído gráficas. Pero una de dos: leyó mal las gráficas o dijo mal esto. No hay 
más de dos posibilidades. 


Lo mismo ocurre con lo que dijo de que el delito que había aumentado eran las rapiñas y no habían 
aumentado los otros. Dijo esto que dijo o leyó las gráficas, pero las gráficas y esto son imposibles, porque 
una de las dos no se ajusta a la realidad. Y la que no se ajusta a la realidad es esta afirmación. Agrego que el 
tema de la disputa entre el análisis técnico y la preponderancia muchas veces de lo político no digo que no 
tenga que tener preponderancia lo político, porque yo participo de tener preponderancia en lo político, pero 
creo que debe tener elementos técnicos que lo avalen hace que esta renuncia de Paternain en este período de 
Gobierno no sea la primera. 


El 18 de marzo hacía solo diecisiete días que el señor Ministro había asumido su cargo, pero la persona que 
renunció a un cargo técnico en el Ministerio hacía mucho tiempo que estaba renunció el sociólogo Robert 
Parrado al Ministerio del Interior. Tengo la renuncia en la mano, y puedo ver que renunció por argumentos 
muy parecidos a los que varios meses después esgrimió Paternain. El sociólogo Robert Parrado concurrió al 
Parlamento muchas veces y en muchas circunstancias ha sido asistente de la Justicia. Tenía a su cargo la 
oficina de programas especiales, dentro de la cual está la búsqueda, el seguimiento y la investigación sobre 
personas ausentes a nivel nacional y sobre la violencia en los liceos, tema que nos preocupa a los uruguayos, 


que muchas veces es motivo de información pública. Cuando digo "muchas veces", digo un día sí y el otro 
también; cuando no, día por medio. 


El día 18 de mayo, este sociólogo dirige una carta al aquí presente Director de la Policía Nacional y le dice, 
en el punto 14 de su muy larga carta de renuncia,: "No deja de parecer un contrasentido el profundo y 
prolongado silencio institucional al que me han remitido" agrego: ¡qué cosa parecida a lo que dice Paternain! 
"y que me permito interpretar como una 'exclusión' a mi persona [...] pues a la luz de la ya referida y 
halagadora percepción de la comunidad externa, se proyectan las sombras que siento que han arrojado los 
arbustos con pretensión de árboles, sin dejar de reconocer a las nobles encinas". Quienes leemos esto, no 
dejamos de reconocer que el psicólogo tiene un talante poético. Continúa: "Por todo lo expuesto, es menester 
en este momento informarle que, a la fecha," 18 de marzo, agrego yo "la Oficina a mi cargo está en 
condiciones de entregar los correspondientes recaudos a quien se designe.- Asimismo y en este acto dejo a 
disposición todos mis cargos, los que firmemente creo haber desempeñado con dedicación y ética y no sin 
orgullo". Este es casi uno de los puntos finales de las cuatro o cinco páginas que insume la renuncia, pero lo 
traigo a colación porque, notoriamente, estamos en presencia de una constante o lo que nosotros creíamos 
que era un hecho aislado del señor Paternain, vemos ahora por esta información que tenemos aquí que es un 
hecho que se reitera, en otro caso, con argumentos muy parecidos. 


Renunció por lo que sabemos que renunció y el señor Ministro también sabe que renunció por eso pero, al 
mismo tiempo, hubo afirmaciones en esa conferencia del señor Ministro que no son reales y que deberían 
haberse hecho con otro tenor, por la importancia que tenía para todo el Uruguay. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- También hemos sentido que este tema es delicado, razón por la cual 
entendíamos que era oportuno aprovechar la comparecencia del señor Ministro en la Comisión para 
tratarlo, y así se lo hicimos saber al Presidente de la Comisión, señor Diputado Orrico. 


Tengo varias preguntas pero, en honor al tiempo, me gustaría proponer a la Comisión que, si va a quedar 
pendiente la convocatoria del señor Ministro por el tema "Penas y Medidas Alternativas a la Reclusión, en 
esa misma sesión podamos seguir discutiendo este tema porque, le puedo hacer todas las preguntas que 
tengo, pero si resolvemos levantar la sesión a la hora 14 y 30, el señor Ministro no va a poder responder y no 
me parece justo que deje preguntas sin darle la oportunidad de que me responda. 


Solamente voy a formular una. Sin querer reiterar conceptos que ha manifestado el señor Diputado Javier 
García que comparto, le preguntaría en esta instancia a cuenta de dejar varias preguntas para otra oportunidad 
qué va a ocurrir de ahora en adelante con el Observatorio. 


SEÑOR BAYARDI.- Quiero dejar una constancia, que es un punto de partida de lo que se está 
intercambiando, para que el señor Ministro me lo aclare, con respecto a algunas afirmaciones del señor 
Diputado García. 


Cuando uno dice que un Gobierno manipula las cifras, en realidad está dando a entender que está utilizando 
las cifras en su favor, alterando lo que sería un dato estadístico más o menos objetivo. Recordemos lo que 
sucedió con el INDEC: la inflación no es la que dice el INDEC, sino que es mucho más baja. Me estoy 
refiriendo a un caso que todos recordamos y que sucedió en la vereda de enfrente. 


Acá se da una paradoja. En primer lugar, el señor Ministro dice no estuve en la conferencia de prensa que él 
expuso los datos no tengo por qué decir que no fue así de 2008, 2009 y 2010. Quiere decir que cualquiera que 
haya estado en la conferencia de prensa podía haber percibido si hubiera habido un error en la enunciación de 
los datos que estaban surgiendo. Pero, por otro lado, se plantea en el delito que se quiere remitir con fuerza, y 
dio a entender que era el de la rapiña que el dato que manejaba el señor Ministro era mayor que el que 
planteaba el Observatorio. Por lo cual, no debe haber querido manipular, para llevar agua para el molino de la 
eficiencia del Ministerio, si no, invertimos la lógica; actuamos con una lógica inversa. En realidad, cuando 
alguien da a entender que quiere manipular, quiere decir que lo que yo hago está bárbaro: "Miren cómo abatí 
una cifra determinada". Pero en este caso, por el contrario, el señor Ministro dice que es una cifra mayor que 
la que decía el Observatorio. 


Tengo una pregunta que después la agendaría, que es el tema de que dada la dependencia del Observatorio, 
en algún momento habría que haber determinado bien cómo querían que se cuantificaran las cifras, es decir, 


cómo querían que se presentaran los datos. Obviamente, en la medida en que el Observatorio no recoge 
directamente los datos, no puede desagregar datos. El que tiene la mayor información es el que, en todo caso, 
después puede desagregar los datos. El señor Ministro decía que no es el Observatorio, sino la Oficina 
Táctica, la que lo determina y podría desagregar lo datos. La recibe de la Oficina. Después podrá 
cuantificarlos y ordenarlos. Recibe el conjunto y después lo desglosará. En todo caso, deberá desglosarlo a 
pedido de lo que le solicita, en todo caso, el Ministerio y, si no cumple, se tomarán las medidas que se quiera. 


Por último, hay un dato al que a veces le ponemos mucho énfasis, sobre el que quiero que reflexionemos. En 
realidad, si el número de la participación de menores aumentó a veces toda la sociedad corre atrás de la 
misma pelota y todos tendemos a correr el problema es que habría que tomar también alguna medida para 
usar la misma lógica en lo que tiene que ver con la violencia doméstica, por la incidencia que tiene en el nivel 
de homicidios, teniendo en cuenta los datos que han brindado ahora. Digo esto para que lo pensemos, porque 
la lógica ameritaría que hacerlo, dada la incidencia de cerca de 40% de los homicidios en lo que tiene que ver 
con violencia doméstica. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero dejar tres constancias. 


En primer lugar, resalto que respetar que la información estatal aunque se pueda discutir está elaborada de 
manera profesional es un intangible que todos debemos cuidar. Me parece que este es un elemento central 
porque hace a poder poner los énfasis del debate no en cómo se construyen las cifras sino en cómo se 
diagnostica a partir de ellas para poder avanzar. 


En segundo término, con relación a las situaciones de adolescentes en conflicto con la ley penal, la base de 
información es deficiente porque, muchas veces, lo que se está informando es que hay una anotación de un 
menor de edad pero, en realidad, es una víctima y no un actor en ningún hecho delictivo. Esto es parte del 
problema de la cultura de las Jefaturas de Policía y de las Comisarías, que ya en la base, desde lo que se 
informa, tienen dificultades. Me parece que ese es un camino a trabajar. 


Por otra parte, si la acusación es que el Ministerio del Interior a través del Ministro quiso manipular las 
cifras, es absurdo. Se le acusa de que comparó el año 2010 con el 2008. ¿Instruyó a cambiar las cifras? 
¿Instruyó a borrar determinadas cifras y poner otras? ¿Instruyó a cambiar toda la metodología sin ningún 
fundamento? No; nada de eso se dice acá. Se dice que en una conferencia de prensa hubo una comparación 
que nos podrá resultar acertada o desacertada, feliz o infeliz, que fortalece o no un argumento, pero no una 
manipulación de las cifras. Sinceramente, más allá del vuelo que se quiera dar a la prosa o al discurso, no se 
demuestra el caso. 


Por último, hay algo que me parece inadmisible desde el punto de vista del debate parlamentario. El señor 
Paternain tiene toda la credibilidad, no tiene ningún problema. Se le puede creer toda su elucubración y todo 
lo que dice en sus largos reportajes en toda la prensa nacional escrita y televisada. Ahora, el señor Parrado, 
otro renunciante, también tiene toda la credibilidad, puede decir toda su prosa. El único que no puede hacer 
un análisis, el único que ya se parte de la base de que está mintiendo, es el Ministro del Interior. Eso es 
inadmisible e inaceptable. Además, al mismo tiempo, se nos está convocando a una Asamblea General para 
construir políticas de Estado. El 10 de agosto se firmó un documento de consenso en el cual se convoca a 
construir grandes políticas de Estado. 


Sinceramente, me parece que se está equivocando el camino si lo que se quiere es construir una política de 
seguridad ciudadana duradera y con acuerdo de todas las partes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Simplemente, quiero dejar constancia de que escuché decir al señor Ministro 
que está de acuerdo con la creación de un instituto de rehabilitación del adolescente infractor. Sin duda 
que estamos de acuerdo con ello. Es un proyecto que hemos presentado desde hace mucho tiempo y va 
en dirección de cumplir con los acuerdos aludidos por el señor Diputado Michelini de 10 de agosto de 
2010, que tengo en mis manos. El punto 3.19.5 establece: "Creación de un Instituto de Rehabilitación 
de los Adolescentes en conflicto con la ley penal como organismo especializado (Punto 3.16.1) en la 
ejecución de las medidas dispuestas por la justicia, con el más alto grado de autonomía técnica". 


Esto fue firmado por los cuatro partidos políticos y, en lo personal, espero que tenga sanción legislativa 
prontamente. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Realmente traté de poner encima de la mesa lo que sucedió. Se 
puede cuestionar, se pueden tomar declaraciones de prensa. Yo también leí todas las declaraciones de 
prensa y, sinceramente, el señor Paternain trató de minimizar la cuestión de las cifras. Es más: en 
determinado momento dijo que no hay tanta diferencia en las cifras, que no es importante la diferencia 
en las cifras, que no se manipulan las cifras. Dijo eso textualmente. 


Entonces, yo quiero centrarme en la verdadera diferencia. En la renuncia escrita el señor Paternain expone 
siete motivos. El último es el de las cifras y está bastante devaluado. El centro es sentirse menoscabado en su 
función. Nosotros entendimos que su función tenía que ser distinta. Lo señalamos y hasta hicimos un acuerdo 
en torno a las cosas que había que realizar y que luego no se cumplió. 


Es más esto es absolutamente honesto, implica abrirnos sobre todo lo que nos pasó: cuando entramos al 
Ministerio nos presentó un documento sobre cómo debía funcionar. Eran dos Ministerios, no uno: las 
gerencias, por un lado, y todo lo que tiene que ver con la Policía, por otro. Eso llevaba a la dicotomía entre la 
Policía, que es lo central del Ministerio, y las gerencias. 


El proceso con respecto a las gerencias existió durante todo el período pasado. Se hizo en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social cuando yo estaba, y los gerentes que entraron se integraron a lo que se estaba 
haciendo y lo mejoraron. Acá se nos presentaban dos Ministerios. Con eso no estamos de acuerdo y se lo 
dijimos: esto de los dos Ministerios no va; hay que integrar a la Policía con los civiles en función de la 
seguridad. Los civiles no pueden estar resolviendo cosas que teóricamente después tiene que cumplir la 
Policía y que uno de punto de partida sabe que la Policía no va a cumplir. Entonces, una oficina se está 
jugando a una planificación que no va a ser la que va a aplicar la Policía, que va a aplicar la suya. 


Entonces, la cuestión estaba en si modificábamos la forma de trabajo del Ministerio como él creía que debía 
ser. Esa es la planificación estratégica y en ningún Ministerio la hace una oficina. Esto lo reafirmó el otro día 
el Consejo de Ministros: la planificación estratégica corresponde al Ministro y su equipo y no a una oficina. 
Ustedes me podrán decir lo que quieran, pero esa es la diferencia. 


Se habla de la renuncia del señor Parrado. No hemos tenido dos renuncias sino montones. ¿Qué significado 
tienen? ¿Por qué renunció el señor Parrado? No me refiero a lo que está escrito sino a la verdad. Él dirigía la 
oficina encargada de la búsqueda de personas ausentes que se limitaba a llevar una estadística. Nosotros 
queríamos buscarlas y, entonces, le dimos esa tarea a INTERPOL. Él sintió que en esa oficina tenía otras 
cosas, proyectos internacionales, entonces renunció. Tenía una diferencia con lo que íbamos a hacer y 
renunció. Está bien que renuncie porque realmente había una diferencia, y le aceptamos la renuncia. 


Todavía no hemos podido hablar con el señor Paternain. Yo pienso decirle que si quiere renuncie al 
Ministerio del Interior pero no al Estado porque es valioso. La Oficina Nacional del Servicio Civil puede 
darle una reubicación porque, reitero, es valioso, pero tenemos una diferencia en cómo encarar el Ministerio. 
Si existe la diferencia, la renuncia es lógica, pero no estemos buscando que el motivo de la renuncia son las 
cifras porque no lo es. Quizá conviene políticamente que lo sea, pero no lo es. Ese es el problema: no lo es. 
Así como se buscó en "Voces", busquen en otras entrevistas, en la parte que habla de las cifras, y advertirán 
que afirma: "no se manipulan". Lo afirma. Entonces, búsquenlo y verán que no se manipulan 


Daré una respuesta y haré una aclaración. El Observatorio va a seguir. El Observatorio no se llama "Rafael 
Paternain”; es un Observatorio que él dirigía. El sociólogo dirigía el Observatorio, el segundo en ese 
Observatorio es un estadista; veremos quién queda al frente, pero el Observatorio sigue y va a seguir. No 
tenemos claro quién lo dirigirá, si será el segundo o será otro. 


Señor Diputado Bayardi: hay maquiavelismo para todo. ¿Por qué un Ministro del Interior puede aumentar las 
cifras? Hay un ex legislador, dirigente político, que dijo que lo hacen siempre los Ministros del Interior al 
comienzo de su gestión, porque después pueden mostrar que bajó. Está en la prensa. Entonces, uno aumenta 
la cifra para decir después que bajó. Ahora, aumentó 0,57% por veinte días más de recolección de datos; por 
eso, aumentó. Va a seguir aumentando, no va a ser el 28,27%; cuando termine el año, va a ser un porcentaje 
mayor, quizá por encima de 30%. Eso se dijo también. Entonces, nosotros no manipulamos ninguna cifra. 


Creo que el señor Diputado Michelini tampoco entendió lo que dije. Nosotros comparamos el año 2009 con 
el año 2008; leímos las tres columnas. Expresamos: "Tal delito: ¿qué pasó en el año 2008? ¿Qué pasó en el 


año 2009? ¿Qué pasó en el año 20107". ¡Eso fue lo que leímos! Está en la página web de Presidencia porque 
lo leímos. Lo que agrega Presidencia es un resumen, que no dijimos nosotros. 


Ahora, si tengo que resumir qué pasó con los delitos, tengo que afirmar que, evidentemente, aumentó 
significativamente la rapiña; en un caso aumentó el 1% del año 2009 a 2010. Al leer las cifras, dije: "Esto 
aumentó, pero está casi en lo mismo". No lo dije porque quisiera disimular porque aumentó, porque quería 
destacar que aumentó casi un 30%. Ese fue el hecho. Cuando leí cifra a cifra, fui haciendo comentarios. 
Nuestro resumen fue el siguiente: "Aumentaron significativamente las rapiñas; aumentó significativamente la 
participación de menores en rapiñas". El aumento se advierte con el informe de la Policía, que puede tener 
problemas, porque ¿quién es mayor y quién es menor? Ese es el problema. Pero esa cifra aumentó en los 
procesamientos judiciales: 41%, aproximadamente. Ahí no hay error; el que es mayor, es mayor y el que es 
menor, es menor. Cuando se compara, da eso. Eso está mucho más cerca de la información policial que de la 
información de UNICEF, que corresponde al año 2008. 


SEÑOR CARRERA.- Quiero señalar algo con respecto a la violencia doméstica. 


El día que asumimos, armamos una Comisión de trabajo en el Ministerio del Interior y elevamos una 
propuesta, dando rango normativo de decreto al protocolo de actuación en violencia doméstica. Debe quedar 
claro que esa fue una iniciativa que salió de las autoridades del Ministerio del Interior. Digo esto porque se 
estuvo hablando a la prensa al respecto. Nosotros nos preocupamos por la temática y estamos trabajando para 
dar una nomenclatura única a las Comisarías de la Mujer tenían diferentes nombres a nivel nacional, que se 
llamarán Unidades de Violencia Doméstica. En el día de mañana, haremos una gran actividad con más de 
ciento veinte policías de todo el país, que vendrán a participar para instruirse en el nuevo decreto, y daremos 
las cifras. Eso debe quedar claro. Históricamente, las cifras se dan en esa fecha, en el Día Internacional contra 
la Violencia Doméstica. Eso debe quedar claro, porque se dijo que el Poder Ejecutivo había decretado la 
importancia de la lucha contra la violencia doméstica y nosotros, las autoridades del Ministerio del Interior, 
estábamos omisas. Nosotros tuvimos el liderazgo de presentar el proyecto, porque somos los que tenemos 
competencia en esta materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quedan dos asuntos pendientes. 


En primer lugar, el Ministerio del Interior nos deberá enviar la documentación completa de lo que nos 
entregó. 


En segundo término, se debe recabar opinión sobre el proyecto de ley relativo a penas y medidas alternativas 
a la reclusión. Hay algunas consultas no más de tres o cuatro que remitiremos en forma rápida para no 
realizarlas aquí. 


Agradecemos la presencia del señor Ministro del Interior y asesores. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


